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La presente tesis titulada “AFECTACIÓN AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y 
LESIVIDAD EN EL DELITO DE MARCAJE Y REGLAJE”; pretende, en primer término, 
advertir y dar a conocer un problema jurídico en la tipificación del delito contra la 
tranquilidad pública en la modalidad de marcaje o reglaje, previsto en el Título XIV Capítulo 
I, Artículo 317-A del Código Penal Peruano que consiste en la afectación del principio de 
proporcionalidad de la pena y el principio de lesividad y, en segundo término, contribuir con 
sólidos argumentos dogmáticos a la solución de dicho problema, pues se considera que la 
actual regulación del delito en mención carece de coherencia y afecta la sistemática del 
código penal.  
 
El Capítulo primero es introductorio y en él se hace un análisis de derecho comparado 
respecto del delito de marcaje y reglaje; a continuación, se analizan algunos trabajos previos 
relacionados al tema investigado; luego se desarrollan los delitos de marcaje y reglaje, hurto 
básico, hurto agravado y tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin 
consentimiento; detallándose los aspectos legales y doctrinarios de estos delitos, luego se 
desarrollan el principios de proporcionalidad. Culmina este capítulo con la formulación del 
problema de investigación, la hipótesis y los objetivos.  
 
La metodología empleada en esta investigación es detallada en el Capítulo segundo, en este se 
explica el diseño de investigación, que en este caso es no experimental, cualitativo; el método 
del que se ha hecho uso, se indican las variables y se realiza la operacionalización de éstas; se 
detalla las técnicas e instrumentos para la recolección de la información; culminando con los 
aspectos éticos de la investigación. 
 
La descripción y análisis de los resultados de la encuesta y entrevista aplicada a los 
profesionales del derecho se realiza en los siguientes capítulos. Finalmente se expresan las 
conclusiones y recomendaciones que el investigador considera idóneas para la solución del 
problema jurídico investigado. 





This thesis entitled "AFFECTION OF THE PRINCIPLE OF PROPORTIONALITY AND 
LESIVITY IN THE CRIME OF MARKING AND ADJUSTMENT"; aims, first, to warn and 
publicize a legal problem in the definition of crime against public tranquility in the form of 
marking or regulation, provided in Title XIV Chapter I, Article 317-A of the Peruvian Penal 
Code consisting of the affectation of the principle of proportionality of the punishment and 
the principle of lesividad and, secondly, contribute with solid dogmatic arguments to the 
solution of said problem, since it is considered that the current regulation of the mentioned 
crime lacks coherence and affects the systematic of the penal code. 
 
The first chapter is introductory and there is an analysis of comparative law regarding the 
crime of marking and setting; Next, some previous works related to the investigated topic are 
analyzed; then the crimes of marking and adjustment, basic theft, aggravated robbery and 
touching, acts of sexual connotation or libidinous acts without consent are developed; 
detailing the legal and doctrinal aspects of these crimes, then the principles of proportionality 
are developed. This chapter ends with the formulation of the research problem, the hypothesis 
and the objectives. 
 
The methodology used in this investigation is detailed in the second chapter, in which the 
research design is explained, which in this case is not experimental, qualitative; the method 
that has been used, the variables are indicated and the operationalization of these is carried 
out; it details the techniques and instruments for the collection of information; culminating 
with the ethical aspects of the investigation. 
 
The description and analysis of the results of the survey and interview applied to legal 
professionals is done in the following chapters. Finally, the conclusions and recommendations 
that the researcher considers suitable for solving the legal problem investigated are expressed. 





Frente al problema del incremento de la inseguridad ciudadana el Estado peruano viene 
implementando una política criminal meramente represiva, adoptando medidas como la 
tipificación de conductas que antes no constituían delito, incrementando las penas; esto en el 
plano de derecho penal sustantivo, en el plano del derecho procesal penal ha creado 
procedimientos penales que dan respuesta rápida al pedido de la ciudadanía de aplicación de 
sanciones penales, por ejemplo el proceso inmediato, pero que no necesariamente son 
respetuosos de los derechos y garantías del ciudadano, entre otras; y, en el plano del derecho 
de ejecución penal se ha dispuesto la inaplicación de ciertos beneficios penitenciarios para 
algunos delitos, se ha restringido la aplicación de beneficios para otros, etc. 
En este contexto es que mediante la Ley N° 29859, de fecha 03 de mayo de 2012, se 
incorporó en el código penal peruano el delito de marcaje o reglaje, el mismo que considera 
como delito la acción de acopiar o entregar información, vigilar, seguir o colaborar mediante 
el uso de armas, vehículos, teléfonos u otros instrumentos idóneos para la comisión de 
diversos delitos como homicidio simple, homicidio calificado, parricidio, secuestro, hurto, 
robo, violación, tocamientos indebidos y otros;  y establece una pena privativa de libertad de 
no menor de tres ni mayor de seis años. Esta norma fue modificada mediante la Ley N° 30076 
de fecha 19 de agosto de 2013, a efecto modificar aspectos de la tipicidad objetiva e 
incorporar nuevos delitos. 
Si analizamos en detalle cada una de las acciones típicas del delito de marcaje y reglaje, 
advertiremos que en esencia constituyen actos que la doctrina denomina actos preparatorios, 
pues estas acciones sirven para la ejecución de los delitos mencionados en el Artículo 317-A y 
que, antes de la vigencia de la ley antes mencionada, eran impunes; pero que por razones de 
política criminal el legislador peruano ha creído conveniente erigirlos como un delito 
autónomo a efecto de hacer frente al incremento de la delincuencia.  
Al margen de que si se ha debido tipificar estas conductas como delito o no, nuestro 
estudio se limita a analizar las inconsistencias y la vulneración del principio de 
proporcionalidad de la pena de este delito, debido a que se ha detectado que, estos actos que 
sirven como preparación para delitos como el hurto básico, tocamientos, actos de connotación 
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sexual o actos libidinosos sin consentimiento, se impone una pena de tres a seis años de pena 
privativa de libertad y de seis a diez años en la modalidad agravada; sin embargo, estos delitos 
tienen penas menores a las señaladas, lo cual es un contrasentido pues no puede establecerse 
una pena superior a actos que, como se ha señalado, constituyen actos de preparación, de 
peligro abstracto y no requieren de la lesión o daño de los bienes jurídicos. Por ejemplo, no 
puede imponerse más pena a la conducta se seguir, vigilar o acopiar información para cometer 
un hurto que, a la comisión del mismo hurto, que es donde se lesiona el bien jurídico 
patrimonio; del mismo modo en el caso de los demás delitos mencionados anteriormente.   
La situación descrita líneas arriba constituye un serio problema jurídico pues evidencia 
que el legislador, ya sea por desconocimiento, por adoptar los conceptos del derecho penal del 
enemigo o por populismo punitivo, ha tipificado el marcaje o reglaje estableciendo una pena 
superior o igual a la pena con la que se conmina los delitos que se pretende evitar, afectando 
con ello principios básicos del derecho penal como es el principio de proporcionalidad. El 
legislador no toma en cuenta que un cuerpo normativo como el código penal, debe guardar 
una sistemática y coherencia que garanticen la libertad de los ciudadanos y la seguridad 
jurídica; por lo que sus normas no pueden ser modificadas de modo arbitrario o sin criterio 
técnico jurídico, pues ello genera problemas jurídicos; tal como ha ocurrido en el presente 
caso en el que es preferible consumar un delito que realizar una acción de marcaje o reglaje 
para cometerlo, pues este último se sanciona más drásticamente. 
No se han encontrado antecedentes o trabajos de investigación sobre este ilícito a nivel 
de Latinoamérica; esto se debe a que no se ha tipificado este delito en los códigos penales de 
los países de la región y de Europa. Pero si hemos encontrado trabajos previos a nivel 
nacional, los mismos que estamos citando como antecedentes para una mejor comprensión del 
problema de investigación. 
Como trabajos previos nivel nacional, tenemos la investigación de CARO MAGNI Raúl 
Esteban; titulada “El delito de marcaje o reglaje análisis dogmático y jurisprudencial: 
problemas actuales de interpretación” en la que, en relación al bien jurídico del delito de 
marcaje y reglaje, concluye que se protege un bien jurídico supra individual o colectivo que es 
la seguridad pública y que a través de eso se protegen bienes jurídicos individuales de manera 
indirecta. Hay que tener presente que en esta investigación el tesista tuvo como objetivo 
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encontrar fundamentos que justifiquen la tipificación de este delito y por ello es que, desde la 
perspectiva del bien jurídico, afirma que si se justifica la criminalización del marcaje y reglaje 
como delito; asimismo señala que lo positivo de proteger bienes jurídicos colectivos o 
supraindividuales es que a través de ellos se protegen bienes jurídicos individuales como la 
vida, integridad corporal, libertad, el patrimonio, etc. (CARO M., 2016).  
Asimismo, citamos la investigación de HIDALGO BUSTAMANTE Rafael Alejandro 
titulada “El delito de marcaje o reglaje como acto preparatorio y su indebida tipificación en el 
código penal peruano”, quien llega a concluir que el legislador peruano hace un ejercicio 
abusivo de su facultad legislativa pues ha tipificado una conducta que significa un 
adelantamiento de la punición a conductas incipientes muy alejadas a la ejecución del delito y 
la consumación del mismo y por ende a la lesión de un bien jurídico. Ello, a decir del autor, 
afecta los principios de lesividad, mínima intervención del derecho penal, además del 
principio de proporcionalidad, por lo que a lo largo de la investigación el tesista no ha 
encontrado legislación extranjera tanto a nivel latinoamericano como europeo que tipifique el 
delito de marcaje o reglaje ello debido a que son legislaciones respetuosas de los principios 
del derecho penal clásico. Asimismo, señala que en el derecho comparado no se tipifica el 
marcaje o reglaje por seguir principios del derecho penal clásico. Finalmente afirma que no es 
necesaria la inclusión del delito de Marcaje o Reglaje en el Código Penal Peruano  
(HIDALGO B., 2015). 
Finalmente citamos a LEON REGALADO Marilia Lizet, quien en su tesis “Influencia 
del derecho penal del enemigo en el delito de marcaje”, llegó a la conclusión de que la 
influencia del derecho penal del enemigo ha sido gravitante para la tipificación de este delito, 
pues se evidencia un adelantamiento de la punibilidad a conductas que no revisten la gravedad 
para ser consideradas como delito y que por el contrario afectan los principios y garantías 
constitucionales. Asimismo, se concluye que la inseguridad ciudadana, que le sirve 
fundamento, no ha disminuido a pesar de haberse tipificado esta conducta y que este delito es 
solo una lucha aparente contra la criminalidad, por lo que no es necesaria su incorporación en 
el código penal peruano (LEON R., 2017) 
Esta investigación versa sobre un tema que está relacionado con el goce y ejercicio de 
derechos fundamentales como el derecho a la libertad y a la no injerencia del Estado en el 
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disfrute de este derecho, por ello es que citaremos normas de derecho convencional 
relacionados al tema; así tenemos: la Declaración Universal de Derechos Humanos. En el 
artículo 12° se declara que nadie puede ser objeto de injerencias en la vida privada personal y 
en el inciso 1 del Artículo 13 declara como derecho humano el de libre tránsito, en tal sentido 
se considera que la tipificación del delito de marcaje y reglaje es una clara interferencia en el 
derecho a la libertad personal, pues permite que un ciudadano sea intervenido por las 
autoridades estatales por el solo hecho de acopiar información o seguir a otra, lo cual no 
necesariamente es para la comisión de un delito y las personas tienen el derecho de circular 
libremente por lugares públicos. 
La Declaración Americana de los Derechos y Deberes del Hombre reconoce como 
derechos fundamentales a la libertad personal, la seguridad, el libre tránsito, el derecho de 
reunión, etc. en los Artículos 1°, 8°, 21° 25°. Como se advierte que en el delito de Marcaje y 
Reglaje se sanciona diversas conductas que, según un gran sector de la doctrina, afectan el 
derecho a la libertad, la seguridad, el libre tránsito y la libertad de reunión, pues son conductas 
incipientes que no ponen en peligro bienes jurídicos y que constituye una invasión abusiva del 
Estado en la esfera de la libertad de las personas. La realización de varias conductas como 
transitar por una calle o avenida, reunirse con un grupo de amigos, etc. pueden ser 
interpretadas como marcaje o reglaje, y conociendo nuestra realidad donde existe mucho 
abuso policial, darían origen a detenciones arbitrarias. 
El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, en la misma línea que la 
Declaración Universal de Derechos Humanos a la que se ha hecho mención en los párrafos 
precedentes reafirma los derechos a la libertad, y a la no detención arbitraria etc. como 
derechos fundamentales, los cuales deben ser protegidos por los Estados partes (artículo 9°, 
10°, 12°). El delito de marcaje o reglaje, desde ya afecta el derecho a la libertad de tránsito y 
si a ello le agregamos el hecho de su construcción típica es deficiente y violatoria de 
principios fundamentales del derecho penal como el de legalidad, lesividad y 
proporcionalidad, se convierte en un instrumento para el abuso y la arbitrariedad de los entes 
estatales. 
La Convención Americana sobre Derechos Humanos, esta norma en el artículo 11° 
establece como derecho a la honra y dignidad en tal sentido dispone que nadie puede ser 
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objeto de injerencias abusivas en su vida privada, en el artículo 15° declara como derecho 
humano al de reunión, y en el artículo 22° se reconoce como derecho a la libertad de 
circulación; se citan estas normas por cuanto algunas conductas típicas del delito de reglaje y 
marcaje implican reunirse con otras personas y transitar por lugares públicos. 
Es necesario precisar que, a nivel de Latinoamérica, no existe legislación penal que 
tipifique el delito de marcaje o reglaje, el único país que tiene una figura parecida es Cuba que 
en el Artículo 214° de su código penal tipifica la conducta de poseer cuchillos, puñales, 
navajas u otros instrumentos punzantes, cortantes o contundentes, siempre que de acuerdo a 
las circunstancias se evidencie que serán utilizados para la comisión de delitos o actos 
antisociales. La pena es de tres meses a un año y con multa. Adviértase que el código penal 
cubano, sanciona la conducta de poseer algún instrumento que pueda servir para la comisión 
no solo de un delito, sino también de conductas antisociales; esto difiere del código peruano 
pues el delito de marcaje o reglaje sólo se sanciona conductas destinadas a la facilitación de la 
comisión de determinados delitos que el tipo penal precisa y no a conductas antisociales. Por 
otro lado, la pena que establece el código cubano es de tres meses a un año o con la pena de 
multa, lo cual a criterio del tesista es acorde con el principio de proporcionalidad, pues se trata 
de un delito de peligro. 
La tipificación de la posesión de instrumentos para la comisión de delitos que hace el 
Código Penal cubano guarda coherencia con su política criminal; pues este código, considera 
punibles los actos preparatorios que están encaminados inequívocamente a la comisión de 
delitos contra la seguridad del Estado y los demás delitos previstos en la parte especial; esto 
explica por qué se ha tipificado una conducta parecida a la regulada en el código penal 
peruano. 
La normatividad nacional, relacionada al tema de investigación y que le sirve de 
fundamento es la Ley Fundamental que regula derechos fundamentales involucrados en el 
tema estudiado, como son el derecho al libre tránsito, a la libertad personal, el derecho a la 
libertad de reunión, entre otros, previstos en los artículos 2° inciso 11, 12, 22, 24 (b, f). 
En el delito de marcaje y reglaje se tipifica una serie de conductas que pueden restringir 
derechos fundamentales; así cuando se considera que la conducta de vigilar o hacer 
seguimiento podría afectarse el derecho a transitar libremente por el territorio de la república, 
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el derecho a reunirse pacíficamente sin armas, el derecho a no ser detenido sino por mandato 
judicial o en caso de delito flagrante; cuando se tipifica la conducta de acopiar o entregar 
información se podría afectar el derecho al libre desarrollo de la personalidad o el derecho a la 
libertad personal, el derecho a la libertad de información.  
En la otra orilla, el delito de marcaje y reglaje buscaría proteger el derecho a la 
tranquilidad pública, a vivir en un ambiente de paz y tranquilidad, derecho que como 
ciudadanos tenemos por ello es que se han tipificado una variedad de comportamientos que 
afectan estos derechos como el delito de tenencia ilegal de armas, la conducción en estado de 
ebriedad, el terrorismo, etc.; sin embargo, tipificar el delito de marcaje y reglaje no es la 
medida más adecuada para alcanzar la protección de dichos derechos fundamentales. 
El delito de marcaje o reglaje se encuentra previsto en el Artículo 317-A del Código 
Sustantivo y sanciona a quien, con el objetivo de cometer o facilitar la comisión de cualquiera 
de los delitos tipificados en los artículos 106°, 107°, 108°, 108-A°, 121°, 152°, 153°, 170°, 
171°, 172°, 173°, 173-A°, 175°, 176°, 176-A°, 177°, 185°, 186°, 188°, 189° o 200°, realiza 
las conductas de acopiar o entregar información, vigilar, seguir; o quien ayuda en la ejecución 
de dichas conductas mediante el empleo de vehículos, armas, teléfonos o cualquier otro 
instrumento idóneo. Fija una pena privativa de libertad de tres a seis años para la modalidad 
básica y de seis a diez años para la modalidad agravada, esto cuando el agente es funcionario 
o servidor público, si el agente está vinculado con la victima de tal modo de que ésta deposite 
su confianza en él, si el agente usa a un menor de edad, si el agente labora en una institución 
financiera y conoce datos sobre los movimientos económicos o el patrimonio de la víctima, o 
si el agente es integrante de una organización criminal. 
Según el Diccionario de la Lengua Española, el termino Marcaje significa: “acción y 
efecto de marcar a un jugador del equipo contrario” y el término Reglaje tiene tres 
acepciones: “Operación de reglar el papel”, “Conjunto de trazos o cuadriculas impresos en un 
papel” y “Acción y efecto de reglar (||reajustar un mecanismo)” en (Real Academia Española, 
2019). Recuperado de https://dl.rae.es. Es indudable que el legislador, con el nomen iuris de 
este ilícito, no se refiere a ninguna de las acepciones antes mencionadas y se considera que 
estos términos han sido tomados del lenguaje policial y periodístico con el que se 
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denominaban a las actividades de delincuentes que seguían, vigilaban y obtenían información 
para cometer ilícitos como robos, secuestros, extorsiones y otros.    
Se entiende por bien jurídico a aquella condición indispensable para la vida en sociedad 
que es protegida por las normas penales; en el delito de marcaje o reglaje, el interés o 
condición que se pretende proteger es la tranquilidad pública, la misma que es definida como 
la percepción que tienen los ciudadanos de que sus derechos o bienes jurídicos no serán 
violentados en su relaciones sociales (PEÑA CABRERA F., Derecho Penal: parte especial, 
2010, pág. 389) Aldo Figueroa, sostiene que en este delito, lo que se protege específicamente 
es la paz pública, el mismo que es un bien jurídico colectivo, supra individual y significa el 
estado de tranquilidad, sosiego que sienten los ciudadanos en los lugares públicos. 
(FIGUEROA N., 2019) 
En el artículo 2 inciso 22 de la Norma Fundamental del Estado declara que toda persona 
tiene derecho a la “paz y tranquilidad, al disfrute del tiempo libre y al descanso, así como a 
gozar de un ambiente equilibrado y adecuado al desarrollo de su vida”. En este sentido, el 
código penal al tipificar los delitos contra la tranquilidad pública, pretende proteger este 
derecho a través de la imposición de sanciones penales a quienes atenten contra él. 
El delito de marcaje o reglaje es un delito común; es decir no exige del sujeto activo 
cualidades o características personales especiales, por lo que puede ser cometido por cualquier 
persona. Tampoco es necesario que sea cometido por una pluralidad de sujetos basta con la 
intervención de uno. En el caso de las agravantes por la condición de funcionario o servidor 
público, por mantener vínculo laboral, por estar vinculado a empresas del sector financiero o 
por integrante de una organización criminal, deben darse estas condiciones para aplicar estas 
agravantes, caso contrario no será posible aplicar la agravante sino solo la conducta básica. El 
sujeto pasivo puede ser cualquier persona, el tipo no establece características que deba 
cumplir el sujeto pasivo.   
El comportamiento típico de este delito es múltiple, podemos decir que, por el número 
de acciones típicas, es un delito compuesto por cuanto contiene varias acciones, pero para su 
comisión basta que el agente realice una, no debe realizar varias o todas; en este caso las 
acciones típicas son, acopiar, entregar, vigilar, seguir; definiremos cada una de estas: 
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Actos de acopio de información; por acopiar debemos entender por recolectar, 
acumular, recoger, almacenar información relevante de una posible víctima para la comisión 
de un delito fin. En caso de que la información que se obtenga sea por ingresar indebidamente 
a una base de datos, podría presentarse un concurso de delitos con el previsto en el artículo 
207 del código penal, lo cual se resolverá atendiendo al ánimo o finalidad con la que se 
obtenga dicha información. Es importante hacer mención también a que la información se 
puede obtener de una base de datos pública, en este caso se puede argumentar una causa de 
justificación como es el ejercicio legítimo de un derecho, pues nuestra Constitución Política 
en el artículo 2 inciso 5 establece que toda persona tiene derecho a obtener información 
pública; sin embargo si la finalidad de obtener dicha información es la facilitación de la 
comisión de los delitos fin previstos en el artículo 317-A no se puede argumentar la 
mencionada causa de justificación. 
Actos de entrega de información; es común que, en este tipo de delincuencia, hay 
sujetos que cuentan con información importante de una persona y la traspasan a otros quienes 
son finalmente quienes cometen el delito fin; es decir, son sujetos que por alguna razón 
poseen información financiera, propiedades, empresa, etc., y no tienen el propósito de 
cometer el delito fin sino solo venderla a otros. Con esta modalidad delictiva el legislador 
busca que no quede posibilidad de que esta conducta quede impune.    
Actos de vigilancia de personas; es una actividad de observación a posibles víctimas. 
Estos actos son realizados desde un punto fijo, el agente permanece por horas, en un lugar 
público con el fin de indagar las actividades que realiza la víctima, conocer sus horarios, 
personas con quien se reúne, etc. (PAUCAR Ch., 2019)  
Actos de seguimiento; a diferencia de los actos de vigilancia, los actos de seguimiento 
son una actividad dinámica y consisten en asechar, perseguir a la víctima; lo que podría 
ejemplificarse cuando el agente sigue a su víctima desde su centro laboral a su domicilio u 
otros lugares para conocer su itinerario, personas con quien frecuenta y otra información de 
importancia para cometer los delitos fin.  
Actos de colaboración en la ejecución de tales conductas mediante el uso de armas, 
vehículos, teléfonos u otros instrumentos idóneos; en este caso el legislador sanciona los actos 
de colaboración en la ejecución de las acciones de acopio, entrega de información, vigilancia 
9 
 
o seguimiento a la víctima mediante el uso de armas, vehículos teléfonos u otros instrumentos 
idóneos. No se sanciona la simple tenencia de tales instrumentos, sino que dichos medios se 
hayan usado para colaborar con las acciones de marcaje o reglaje. Con esta disposición se 
eleva a la categoría de autoría a actos que se constituyen una complicidad. 
El delito de Marcaje o Reglaje es doloso, el sujeto activo debe actuar con conocimiento 
de que acopia información, que entrega información o que realiza actos de vigilancia o 
seguimiento con la finalidad de utilizar esta información para cometer los delitos fin; como se 
observa el tipo penal, además de doloso, es un delito de tendencia interna trascendente, en la 
medida que el agente realiza la conducta descrita en el tipo penal con la finalidad de cometer 
otros delitos. En otras palabras, “dentro de la propia configuración delictiva se ha introducido, 
ahora como parte de la tipicidad subjetiva, un elemento subjetivo adicional al dolo, es decir, 
un elemento de tendencia interna trascendente, de finalidad o de proyección delictiva” 
(NUÑEZ P., 2012, pág. 151)  
La antijuricidad es un juicio de valor objetivo y general por el que se considera que una 
conducta típica contradice al ordenamiento jurídico, a esta conclusión debe llegarse luego de 
verificar que dicha conducta no está amparada por ninguna de las causas de justificación 
previstas en el ordenamiento jurídico. Como señalan Muñoz Conde y García Aran, la 
antijuricidad “se reduce a una constatación negativa de la misma, es decir a la determinación 
de si concurre o no alguna causa de justificación” (MUÑOZ & GARCIA, 2002, pág. 303)  
En el caso del delito de Marcaje o Reglaje, en la medida de que es un delito de 
tendencia interna trascendente, es imposible que se presente alguna causa de justificación, 
pues de acreditarse que los actos de acopiar información entregar información o realizar 
seguimiento o vigilancia eran para cometer un delito no será posible ampararse en ninguna 
causa de justificación que contempla el ordenamiento jurídico, como por ejemplo el obrar por 
disposición de la ley, el ejercicio legítimo de un derecho, etc. 
Finalmente, para la configuración del delito, la conducta del agente debe poder 
reprochársele penalmente, es decir debe comprobarse la culpabilidad, la cual “se dirige a 
determinar si el autor debe responder por la conducta socialmente dañosa porque tuvo la 
posibilidad de decidirse por una conducta conforme a derecho” (HARRO, 2017, pág. 319)  
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El juicio de reproche se hace en merito a tres presupuestos que son la imputabilidad, el 
conocimiento de la antijuricidad y la exigibilidad de una conducta arreglada a derecho. El 
primero se verificará cuando el agente sea mayor de edad y no padezca de anomalías 
psíquicas, graves alteraciones de la conciencia o de la apercepción; el segundo se comprueba 
cuando el agente tenía la posibilidad de advertir que su conducta contradecía el ordenamiento 
jurídico y el tercero se comprueba cuando al analizar la situación fáctica en la que actuó se 
determina que si tenía la posibilidad de realizar otra conducta y no aquella que lesiona el bien 
jurídico denominado tranquilidad pública. 
El delito de Marcaje o Reglaje, si bien es un delito doloso, es un delito de peligro, por lo 
que no es admisible la tentativa; es más son actos preparatorios que han sido elevados a la 
categoría de delitos. Este delito se consuma con la solo conducta de acopiar o entregar 
información para la comisión del delito fin o con el seguimiento o vigilancia a la víctima para 
la comisión de alguno o varios de los delitos previstos en el tipo penal. 
El delito de marcaje o reglaje es sancionado con una pena privativa de libertad de tres a 
seis años para la modalidad básica y en su modalidad agravada es sancionada con una pena de 
seis a diez años. 
El delito de hurto simple, es un delito contra el patrimonio y se encuentra previsto en el 
Artículo 185° del C.P.; sanciona la conducta de apoderarse ilegítimamente de un bien mueble 
total o parcialmente ajeno mediante la sustracción a una pena privativa de libertad no menor 
de uno ni mayor de tres años. El agua, el gas, la electricidad y otros elementos que tengan 
valor económico, se consideran como objetos de este delito. 
El bien jurídico que se busca proteger en el delito de hurto básico es el patrimonio, 
entendiéndose por tal al conjunto de bienes que tienen valor económico y que son reconocidos 
por el derecho. Salinas Siccha, sostiene que, en sentido amplio, el patrimonio es el conjunto 
de obligaciones y bienes, susceptibles de ser valorados económicamente y reconocidos por el 
sistema jurídico. En sentido estricto el patrimonio está constituido por todos aquellos derechos 
reales y obligaciones económicas reconocidos por el ordenamiento jurídico. (SALINAS S., 
Derecho penal: parte especial, 2018) 
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Como se sabe el tipo penal de hurto es un tipo común, en tal sentido el sujeto activo, 
que, a decir de Felipe Villavicencio, citando al Dr. De La Cuesta Aguado, es un “concepto 
dogmático que sirve para describir los requisitos que debe reunir la persona al momento de 
que ejecuta la conducta delictiva” (VILLAVICENCIO T., 2014, pág. 304), puede ser cualquier 
persona, pues no se exige características personales especiales. El sujeto pasivo puede ser 
cualquier persona natural o jurídica que es propietaria o poseedora del bien mueble. 
El comportamiento típico del delito de hurto consiste en apoderarse del bien mueble, 
para ello el agente saca de la esfera de custodia del sujeto pasivo en que se encuentra el bien 
mueble; Salinas Siccha manifiesta que apoderarse es la situación de disponibilidad que tiene 
el agente en relación con el bien mueble sustraído, el agente asume ilícitamente poderes 
fácticos sobre el bien (SALINAS S., Derecho penal: parte especial, 2018, pág. 1186) El 
apoderamiento puede darse ya sea por la acción directa del agente que sustrae el bien o por 
una acción indirecta como la que se realiza a través de otra persona en caso de autoría mediata 
o utilizando sistemas electrónicos.  
El objeto material del delito de hurto es un bien mueble, por el cual “hay que entender 
todo objeto del mundo exterior con valor económico que sea susceptible de apoderamiento 
material y de desplazamiento” (PIZARRO G., 2019, pág. 136). El bien mueble como objeto 
de este delito debe ser total o parcialmente ajeno, ya que no es posible que el propietario 
cometa sea autor del hurto. Finalmente, el bien mueble debe tener un valor económico 
superior a la remuneración mínima vital; pues de lo contrario estaremos frente a una falta 
contra el patrimonio y no ante un delito de hurto; así se establece en el artículo 444 del C.P. 
El tipo penal de hurto contiene elementos descriptivos y elementos normativos lo que a 
decir de Jescheck y Weingend, “los elementos descriptivos del tipo son conceptos que pueden 
ser tomados tanto del lenguaje cotidiano como del uso del lenguaje jurídico y que describen 
objetos del mundo real” (JESCHECK & WEINGEND, 2014, pág. 398) Los elementos 
descriptivos pueden ser percibidos por los sentidos, no se requiere una valoración jurídica. El 
bien mueble, el gas, el agua, son ejemplos de elementos descriptivos en el delito de hurto. 
Por su parte, los elementos normativos del tipo no pueden ser percibidos sólo mediante 
los sentidos, sino que es necesario realizar una valoración jurídica; sin embargo, tal valoración 
no debe realizarse necesariamente de una “manera técnico-jurídica: para el dolo es suficiente 
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con la “valoración paralela en la esfera del lego” …también pertenecen a la categoría de los 
elementos normativos aquellos que requieren una valoración empírico-cultural del autor.” 
(BACIGALUPO Z., 2004, pág. 217) En el delito de hurto, el termino ilegítimamente es un 
elemento normativo, en la medida que requiere una valoración jurídica y debe entenderse 
como actuar sin derecho. 
Desde el punto de vista subjetivo, el hurto básico es un delito que se comete con dolo, 
por lo que el agente debe conocer que el bien mueble que sustrae es ajeno y que lo sustrae sin 
tener derecho a ello. Si el agente desconoce que el bien es ajeno total o parcialmente, habrá 
incurrido en un error que hará que la conducta no sea punible. El tipo penal contiene además 
del dolo un elemento subjetivo adicional que es el ánimo de obtener provecho para sí o para 
otro; lucro, es decir que el sujeto activo sustrae el bien dolosamente y con el propósito de 
obtener un beneficio económico. A esto se le conoce como elemento de tendencia interna 
trascendente. 
Teniendo en cuenta que la antijuricidad es un juicio de desvalor objetivo por el que se 
concluye que no concurre causa de justificación debemos decir que en el delito de hurto, 
podría argumentarse como causas de justificación el obrar por disposición de la ley en 
cumplimiento de un deber o en el ejercicio legítimo de un de un derecho oficio o cargo y el 
estado de necesidad justificante. 
Como ya se mencionó el juicio de reproche personal en que consiste la culpabilidad, se 
formula en base a los tres presupuestos: imputabilidad, conocimiento de la antijuricidad y 
exigibilidad de otra conducta. Estos deben presentarse para atribuir responsabilidad penal. En 
el caso del hurto podría presentarse el error de prohibición indirecto por ejemplo en el caso 
del prestamista que ante el incumplimiento en el pago por parte del deudor se apodera de un 
bien de este creyendo que está permitida su conducta debido al incumplimiento del deudor.  
Este delito admite tentativa al ser un delito doloso de resultado. Muñoz Conde señala 
que “el hurto es un delito de resultado, ya que hace falta el desplazamiento patrimonial y 
exige la separación fáctica de una cosa del patrimonio de su dueño y su incorporación al del 
sujeto activo” (MUÑOZ C., Derecho penal parte especial, 2001) por esta razón no hay 
inconveniente en admitir la tentativa.  
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La consumación se presentará cuando se sustrae del bien y el agente lo coloca en la 
esfera de su disposición real o potencial, lo que se conoce como ablatio. En la Ejecutoria 
Suprema del 4/10/72 se concluye que para consumar el hurto debe darse la disponibilidad 
sobre el bien y no el simple desapoderamiento; de modo que se incurre en tentativa acabada 
cuando el acusado no tuvo en ningún momento la posibilidad de disponer del bien,   (ROJAS 
& INFANTES, 2007, pág. 511)   
El delito de hurto admite las diversas formas de autoría, a excepción de la coautoría, ya 
que de presentarse la conducta se considera hurto agravado; y las diversas formas de 
participación delictiva como la instigación y complicidad. Existe una discusión en la doctrina 
respecto a si la participación delictiva en este delito lo convierte en un hurto agravado por la 
intervención de varias personas o si aún se considera hurto básico. Peña Cabrera Freyre, 
señala si en un caso se evidencia la presencia de un cómplice o un instigador la conducta se 
califica como hurto agravado por el contrario Salinas Siccha y Rojas Vargas señalan solo 
habrá hurto agravado si los intervinientes actúan como coautores ya que en este caso todos 
tienen un codominio funcional del hecho. 
Se establece una pena privativa de libertad no menor uno ni mayor de tres años. Como 
se advierte, la pena establecida para el hurto es inferior que la pena para el delito de marcaje o 
reglaje que consiste, entre otras acciones, en realizar vigilancia o seguimiento para cometer 
delitos dentro de ellos el delito de hurto. Para el legislador es más grave seguir o vigilar a una 
persona para hurtarle que cometer el hurto mismo. 
El delito de hurto agravado está previsto en el artículo 186 del C.P. regula las 
circunstancias agravantes del hurto, estas tienen su fundamento en diversos motivos como el 
modo de ejecución, el momento, el lugar, las víctimas, etc. que hacen que este delito tenga 
sustantividad propia. En este ilícito se ha establecido dos niveles de penalidad, el primero de 
tres a seis años y el segundo de ocho a quince años de pena privativa de libertad.  
Como se observa, la pena establecida para el delito de hurto agravado en su primer nivel 
de punibilidad, es de tres a seis años; igual a la pena establecida para el delito de marcaje y 
reglaje que consiste en vigilar o realizar labores de seguimiento para cometer, entre otros, el 
delito de hurto agravado. Es evidente que hay una violación al principio de proporcionalidad 
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de las penas por cuanto se está sancionando con igual pena la conducta de sustraer 
ilegítimamente un bien mueble y la conducta de realizar vigilancia para la sustracción. 
A continuación, desarrollaremos cada una de las circunstancias del hurto agravado: 
Durante la noche. Consiste en cometer el hurto en el momento del día en el que no hay 
luz solar. No importa si el lugar donde se comete el hurto se encuentra iluminado por luz 
artificial, por ejemple en un centro comercial abierto al público, lo relevante es que se cometa 
cuando no haya luz solar. Esta agravante se justifica en la medida de que el sujeto pasivo es 
más vulnerable. 
Mediante destreza, escalamiento, destrucción o ruptura de obstáculos. La destreza es la 
especial habilidad y pericia con la que se comete el hurto, esta habilidad es la que convierte a 
la conducta más grave en la medida de que el agente se perfecciona en el delito de modo que 
es más peligroso para la sociedad. En el escalamiento el agente: “perpetra su hecho superando 
corporalmente los obstáculos dispuestos como defensas pre constituidas de cercamiento, 
mediante el empleo de un esfuerzo considerable o de gran habilidad” (SOLER, 1969, pág. 
246). La destrucción o ruptura de obstáculos es la violencia que ejerce el sujeto activo sobre 
las cosas destruyendo los mecanismos de protección que ha puesto el sujeto pasivo. 
Con ocasión de incendio, inundación, naufragio, calamidad pública o desgracia 
particular del agraviado. En todos estos casos el sujeto activo le saca provecho al relajamiento 
de las medidas de protección del sujeto pasivo quien se encuentra atravesando por un 
momento de desgracia; existe un mayor desvalor del comportamiento del agente porque éste 
es indolente ante el dolor de la víctima, quien, por ocasión de incendio, inundación, naufragio, 
calamidad pública, o desgracia particular prefiere proteger su vida o salud de si y de su 
familia que proteger su patrimonio, situación de la que saca provecho el agente.  
Sobre los bienes muebles que forman parte del equipaje de viajero. La agravante se 
perfecciona cuando el sujeto activo se aprovecha del desarraigo del sujeto pasivo quien, por 
razones de trabajo, turismo o cualquier otro motivo se encuentra fuera de la ciudad donde 
radica, es más vulnerable y se le deja en una situación en que no tiene recursos para regresar a 
su ciudad de origen. 
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Mediante el concurso de dos o más personas. La intervención de dos o más personas 
como coautores en el delito de hurto hace que la conducta constituya hurto agravado por 
cuanto se facilita la comisión del delito. Es importante mencionar que los sujetos deben actuar 
como coautores: “…el delito de hurto agravado en función a la participación de más de dos 
sujetos se considerarán como “coautores” del delito de hurto agravado; y quienes no tengan el 
respectivo dominio funcional del hecho, serán considerados como “cómplices” o “inductores” 
de dicho delito…” (REATEGUI S., 2015, pág. 293) 
En inmueble habitado. Esta agravante se justifica en la medida de que si el inmueble 
donde se comete el hurto se encuentra habitado, quienes lo habitan corren riesgo de ser 
agredidos físicamente; además de verse lesionados en su patrimonio hay una invasión de su 
privacidad e intimidad  (BAJO F., Manuel y otros, 1993, pág. 95).  
Por un agente que actúa en calidad de integrante de una organización destinada a 
perpetrar estos delitos. Es circunstancia agravante de este delito el que el agente actúe en 
calidad de integrante de una organización criminal, para esto es necesario que se den los 
presupuestos de la organización criminal como la estructura jerarquizada, la permanencia en 
el tiempo, (PEÑA CABRERA F., Derecho penal parte especial, 2010, pág. 299). 
Sobre bienes de valor científico o que integren el patrimonio cultural de la nación. El 
valor científico o cultural del bien es lo que fundamenta esta agravante y no en el valor 
patrimonial. En el caso del valor científico, la agravante se justificaría en la medida de que el 
hurto privaría a la sociedad de los beneficios del bien por ejemplo si es una herramienta 
médica para la cura de enfermedades o de una herramienta de ingeniería civil, etc. En el 
supuesto del valor cultural porque privaría a la sociedad de conocer nuestro pasado o de 
admirar el arte y la cultura de nuestros pueblos. No esta demás decir que el agente debe 
conocer el valor científico o cultural del bien sustraído, caso contrario no será posible aplicar 
la agravante. 
Colocando a la víctima o a su familia en grave situación económica. En cualquier caso, 
el delito de hurto provoca una disminución del patrimonio del sujeto pasivo; sin embargo, esta 
agravante se configura cuando la víctima, “como consecuencia del hurto queda desprovista de 
los recursos económicos indispensables para satisfacer sus necesidades y las de su familia. Sin 
16 
 
embargo, para que opere la agravante no es necesario que la víctima quede en la pobreza o 
indigencia absoluta” (SALINAS S., Derecho penal: parte especial, 2018, pág. 1211). 
Con el empleo de materiales o artefactos explosivos para la destrucción o ruptura de 
obstáculos. La razón de ser de esta agravante se encuentra en la peligrosidad de los medios 
utilizados que son capaces de poner en peligro la vida, la salud de las personas o el patrimonio 
de terceros. Esta agravante difiere de la ruptura o destrucción de obstáculos, prevista en el 
inciso b, por cuanto aquí se usan materiales como explosivos que generan un mayor peligro 
para los bienes jurídicos del agraviado o de terceras personas. 
Utilizando el espectro radioeléctrico para la trasmisión de señales de telecomunicación 
ilegales. El ser humando cada día aprovecha los elementos de la naturaleza en su beneficio, 
uno de esos elementos es el espectro electromagnético el cual es un campo de energía por el 
que se trasmiten las ondas de radio para efecto de telecomunicaciones. Este elemento también 
puede ser utilizado para la comisión de hurto, por ejemplo, en el caso del hurto de la señal de 
televisión por cable. El uso de instrumentos sofisticados y la concurrencia de sujetos 
fundamentaría esta agravante.   
Sobre bien que constituya único medio de subsistencia o herramienta de trabajo de la 
víctima. En este caso la agravante se justifica porque el agraviado queda en una situación muy 
difícil para sobrevivir por cuanto el objeto materia del hurto es su único medio de subsistencia 
o herramienta de trabajo. Por ejemplo, en el caso de la sustracción del carrito expendedor de 
sándwiches a una madre soltera cuyo bien es el único medio de subsistencia.  
Sobre vehículo automotor, sus autopartes o accesorios. No se encuentra una explicación 
razonable para que el legislador haya considerado como agravante el hecho de que el bien 
objeto del hurto sean vehículos automotores, sus autopartes o accesorios, ya que estos bienes 
por si mismos no tienen valor científico, histórico como para considerarlos importantes. Tal 
vez el legislador en un ejercicio abusivo de su poder, pretende proteger el patrimonio de 
quienes más tienen, lo cual es inconstitucional por ser un acto de discriminación.  Si el 
vehículo automotor es una herramienta de trabajo y único bien que tiene el agraviado para 
generarse ingresos y asistir a su familia se justificaría esta agravante; pero esta agravante ya 
está prevista en el inciso anterior y se estaría dando una doble criminalización. 
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Sobre bienes que forman parte de la infraestructura o instalaciones de transporte de uso 
público, de sus equipos o elementos de seguridad, o de prestación de servicios públicos de 
saneamiento, electricidad, gas o telecomunicaciones. El transporte es una actividad riesgosa 
pero necesaria y útil para el desarrollo de una sociedad, por esta razón pese a que todos los 
días hay personas que mueren o quedan heridos en accidentes de tránsito a nadie en su sano 
juicio se le ha ocurrido proponer su prohibición; sin embargo, tampoco se puede dejar que las 
personas realicen esta actividad sin que se sometan a ciertas reglas para evitar el incremento 
del riego permitido. Una de las medidas de cuidado es la construcción de una infraestructura y 
el uso de una serie de elementos de seguridad que permiten desarrollar esta actividad en 
condiciones seguras. Esto ocurre también en actividades como las telecomunicaciones, la 
electricidad, y la explotación y uso del gas. Por esta razón es que el hurto de bienes, equipos o 
elementos de seguridad es una circunstancia de agravación del hurto por cuanto se ponen en 
peligro la vida y salud de las personas que hacen uso de estos elementos y servicios públicos. 
En agravio de menores de edad, personas con discapacidad, mujeres en estado de 
gravidez o adulto mayor. El sacar provecho de la vulnerabilidad de la víctima es siempre una 
razón para considerar más grave un delito, en este caso el hurto no puede ser una excepción. 
El cometer el hurto en agravio de un menor de edad, contra personas con discapacidad, 
mujeres en estado de gestación o personas ancianas facilita la comisión de este ilícito por 
cuanto la condición física de estas no les permite defender su bien jurídico, al contrario, son 
más vulnerables razón por la que se justifica esta circunstancia agravante.  
Cuando el agente actúa en calidad de cabecilla o dirigente de una organización 
destinada a perpetrar estos delitos. La sola pertenencia a una organización criminal es ya de 
por si un delito por lo que ser líder o cabecilla de la organización criminal será una agravante; 
en este caso, la condición del agente es una circunstancia que hace que el hurto se considere 
un hurto agravado debido a que la organización representa un peligro para la sociedad. 
El delito tocamientos, actos de connotación sexual o actos libidinosos sin 
consentimiento se encuentra tipificado en el Artículo 176° del C.P y sanciona a quien, sin 
propósito de acceder carnalmente, realiza tocamientos, actos de significado sexual o actos 
libidinosos, en las zonas íntimas o en cualquier parte del cuerpo sobre el sujeto pasivo, sin su 
asentimiento. Es circunstancia agravante el uso de la amenaza, violencia, o el 
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aprovechamiento de entornos de coacción u otros que impidan al sujeto pasivo otorgar su 
libre consentimiento. Se sanciona asimismo el uso de dichos medios para obligar a la víctima 
a realizar sobre el agente, sobre sí misma o sobre un tercero, dichos tocamientos. La pena se 
aumenta en cinco años en los extremos mínimo y máximo, si la víctima tiene entre catorce y 
dieciocho años de edad. 
El bien jurídico tutelado en el delito de tocamientos sin consentimiento, como también 
se le denomina a este ilícito a raíz de la modificatoria del artículo 176° del código penal, es la 
libertad sexual, “entendida ésta como el libre derecho a la autodeterminación sexual y el de 
impedir la intromisión de terceros en esta esfera privada” (PEÑA CABRERA F., Derecho 
Penal: parte especial, 2010, pág. 756)  
La libertad sexual es la facultad que tiene toda persona mayor de catorce años de edad 
para ejercer su sexualidad, decidiendo primero, si tiene o no actividad sexual y, segundo, 
decidiendo dónde, cuándo y con quien se relaciona sexualmente; sin que nadie interfiera en 
esta decisión. A los menores de edad no se les reconoce este bien jurídico sino la indemnidad 
o integridad sexual y su protección se brinda a través del artículo 176-A.    
Nos encontramos ante un tipo penal común, es decir que puede ser cometido por 
cualquier persona ya que no se exige que el sujeto activo posea cualidades o características 
personales especiales. En este mismo sentido el sujeto pasivo puede ser cualquier persona, 
varón o mujer; sin embargo, el sujeto pasivo debe ser una persona mayor de catorce años de 
edad, pues si tiene menos de esa edad se cometería el delito de tocamientos contra menor de 
edad previsto en el artículo 176-A. 
La acción típica, consiste en ejecutar sobre el sujeto pasivo, sin su libre consentimiento, 
tocamientos, rozamientos, palpamientos de connotación sexual o actos libidinosos, es decir 
con significado impúdico, en sus partes íntimas o en cualquier parte de su cuerpo. Es 
importante mencionar que a raíz de la modificación introducida por la Ley N° 30838, los 
tocamientos sin consentimiento pueden realizarse sobre las partes íntimas o cualquier otra 




Hasta antes de la vigencia de la Ley N° 30838, los medios de comisión del delito en 
comento eran la violencia y la amenaza; sin embargo, en la actualidad lo importante es que el 
sujeto pasivo no brinde su consentimiento, lo que significa que los tocamientos pueden ser sin 
violencia o amenaza, por ejemplo, los tocamientos sorpresivos. El uso de la violencia o la 
amenaza constituyen una circunstancia de agravación de la pena.   
Estamos frente a un tipo penal doloso. Existe discusión en la doctrina en el sentido de 
que, si para la comisión de este ilícito el agente debe actuar con un elemento subjetivo 
adicional al dolo, es decir, con el ánimo de satisfacer un deseo lúbrico o simplemente debe 
actuar con conocimiento de que está realizando tocamientos de connotación sexual sin contar 
con el consentimiento de la víctima. La primera, es una postura subjetiva y señala que el 
agente no solo debe actuar con dolo, sino que busca aplacar un deseo libidinoso que en caso 
de no presentarse estaremos ante una conducta atípica. La segunda postura sostiene que para 
la configuración de este delito es suficiente con que el sujeto actúe con dolo, es decir que 
realícela acción sabiendo que realiza sobre el cuerpo de la víctima conductas de contenido 
sexual y que no cuenta con el consentimiento para ello. 
Es importante mencionar que el agente no debe tener el propósito de tener acceso carnal 
sino solo el de realizar tocamientos o actos de connotación sexual o actos libidinosos; pues si 
en el caso el agente actúa con el propósito de acceder carnalmente, estaríamos frente a una 
tentativa del delito de violación sexual y no ante el delito de tocamientos indebidos o actos de 
connotación sexual sin consentimiento. 
El delito se consuma con la sola realización de los actos o tocamientos libidinosos sin 
consentimiento del sujeto pasivo, no es necesario que los tocamientos sean en las partes 
pudendas de la persona, sino que pueden ser en cualquier parte del cuerpo pero que el 
significado o connotación de los tocamientos sea sexual. Asimismo, tampoco es necesario que 
el agente haya satisfecho su deseo sexual. Es posible que se presente la tentativa, por ejemplo, 
en el caso de que el agente estire su mano para tocar los glúteos a una fémina y ésta antes de 
que el agente logre su cometido, esquiva o evita que el roce o tocamiento. 
El tipo penal contiene dos circunstancias agravantes la primera es el uso de la violencia 
o amenaza sobre la víctima como medio para consumar el delito, en cuyo caso la penalidad es 
de seis años como mínimo y máximo de nueve años de pena privativa de libertad. La segunda 
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agravante es la edad de la víctima que debe ser una persona que tenga entre catorce y 
dieciocho años de edad, caso en el cual la pena de incrementa en cinco años en el extremo 
mínimo y máximo de la pena establecido en la modalidad básica y agravada del artículo 176° 
del código penal. 
Como se observa, en el tipo básico se ha establecido una pena privativa de libertad de 
tres a seis años, pena que es igual a la pena establecida para quien realiza, entre otras, 
acciones se seguimiento o vigilancia para cometer este delito; es decir para quien comete el 
delito de reglaje. Esto evidentemente es una violación a los principios de proporcionalidad, 
humanidad y resocialización. 
El principio de proporcionalidad no es exclusivo del derecho penal, este se extiende a 
otras disciplinas jurídicas como el derecho civil, el derecho administrativo, el derecho laboral, 
derecho del consumidor, etc. en las que se aplican sanciones disciplinarias o pecuniarias. Este 
principio constituye un límite al ejercicio del poder estatal y su contenido deriva del 
reconocimiento de derechos como la libertad, participación, igualdad y dignidad del 
ciudadano. (GARCIA L., 2016, pág. 180) 
La proporcionalidad es una relación de correspondencia o equilibrio entre las partes de 
un todo o entre una cosa u otra para que no exista desigualdad. En el ámbito del Derecho 
penal, “la proporcionalidad implica un equilibrio valorativo entre el delito y la pena, la cual 
consiste en una ponderación o medida fijada por el legislador (proporcionalidad abstracta) y 
en la valoración que el juez realiza en el caso concreto (proporcionalidad concreta)” (OROS 
C., 2014, pág. 256). 
El principio de proporcionalidad es autónomo, no es dependiente o una derivación de 
otros principios como el de culpabilidad, necesidad, lesividad, mínima intervención y el 
principio de humanidad de las penas; sin embargo, es innegable que existe una relación entre 
estos. En este sentido el principio de proporcionalidad, tiene su propio fundamento y se 
refiere a la maximización de la libertad, es decir, la limitación de ésta solo se justifica si es 
una medida proporcional a lo que se busca proteger (GARCIA C., Derecho penal parte 
general, 2019, pág. 183) 
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Algunos doctrinarios entienden que, más que un principio, la proporcionalidad es una 
característica del derecho penal y reducen su estudio a ella. Sin embargo, es mayoritaria la 
doctrina que considera es un principio limitador del ius puniendi y una regla legitimadora del 
mismo. El principio de proporcionalidad se encuentra regulado como tal en el artículo VIII 
del Título Preliminar del Código Penal, el cual señala que la sanción penal no debe sobrepasar 
la responsabilidad por la conducta. Esto es lo que tal vez hace que se confunda el principio de 
proporcionalidad con el principio de prohibición de exceso; sin embargo, estos principios son 
diferentes, el primero se ocupa de establecer criterios objetivos para la determinación de una 
pena justa y el segundo se preocupa por verificar que el Estado no aplique penas que por ser 
muy drásticas sean inútiles. El principio de proporcionalidad pretende que el operador jurídico 
tenga la posibilidad de fijar una pena entre un límite mínimo y un límite máximo mientras que 
la prohibición de exceso sólo se limita a que el Estado no imponga penas superiores al 
máximo. 
Si el legislador establece una pena leve a una conducta que es grave y si de igual 
manera el juez impone una pena leve a un hecho considerado grave no se afecta el principio 
de prohibición de exceso; sin embargo, una decisión de este tipo no es compatible con el 
principio de proporcionalidad, en la medida de que se está imponiendo una pena leve a un 
hecho considerado grave y de esta manera no se está protegiendo adecuadamente los bienes 
jurídicos. 
Como se mencionó en líneas precedentes, el principio de proporcionalidad no es 
aplicable solo en el ámbito del derecho penal; sino que tiene aplicación en todas aquellas 
disciplinas jurídicas en las que se impongan sanciones como el derecho administrativo, 
laboral, civil, etc., claro está que en cada una de estas se aplicará con sus propios matices. Es 
de resaltar, sin embargo, que es más notorio en el derecho penal pues en este restringen o 
limitan derechos humanos como la libertad. 
En la doctrina penal se reconoce que el principio de proporcionalidad tiene una doble 
manifestación, estas son la proporcionalidad abstracta y la proporcionalidad concreta. En este 
sentido Miguel Polaino nos dice que la ponderación de la sanción penal se hace en dos 
niveles: una ponderación abstracta, que se realiza en la ley penal y una ponderación concreta, 
que se realiza en la sentencia que dicta el juez” (POLAINO N., 2008, pág. 339). La 
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proporcionalidad abstracta, es un imperativo para el legislador a efecto de que al momento de 
que tipifique una conducta como delito y le establezca una pena se tenga en cuenta criterios 
como la naturaleza del bien jurídico, la afectación o la sola puesta en peligro del bien jurídico, 
la unidad o pluralidad de bienes jurídicos afectados, el grado de desarrollo de la conducta 
delictiva, la actuación dolosa o culposa del agente, etc. Esto exige que el legislador conozca 
los principios del derecho penal, las categorías jurídicas y que comprenda que el derecho 
penal objetivo es un sistema de normas y que debe existir coherencia entre éstas.  En relación 
a la proporcionalidad concreta, debemos decir que como es sabido, los tipos penales describen 
una conducta de manera general y establecen una pena en abstracto, sin referirse a un caso en 
específico. Es labor del juzgador la de determinar en un caso en concreto la penalidad y debe 
hacerlo teniendo en cuenta los márgenes mínimos y máximos establecidos por el legislador; 
es decir, que el juez no puede imponer una pena a su libre arbitrio, sino que debe respetar los 
parámetros fijados por el legislador. Los artículos 45° y 46° del código penal, establecen los 
criterios que debe tener en cuenta el juzgador para determinar e individualizar la pena. 
Actualmente, se maneja el sistema de tercios según el cual, la concurrencia de circunstancias 
atenuantes o agravantes señaladas en la ley, serán las que determinarán la imposición de una 
pena entre el tercio inferior, medio o superior. 
Un problema serio que tiene el juzgador es enfrentarse a normas que establecen penas 
notoriamente desproporcionales y no puede ajustarlas a la proporcionalidad concreta, tal es el 
caso por ejemplo de la pena establecida para el delito de desobediencia a la autoridad cuando 
la víctima es un policía en donde se ha establecido una pena privativa de libertad mínima de 
ocho y máxima de doce años, o en el caso del delito de marcaje o reglaje en el que se ha 
establecido una pena de tres a seis años cuando al delito de hurto consumado la pena es de 
uno a tres años.     
Antes de desarrollar el principio de lesividad es preciso aportar una idea o concepto de 
bien jurídico, y debe entenderse por él a aquella condición indispensable para la vida del ser 
humano en sociedad como por ejemplo la vida, la salud, la libertad, el honor, la familia, el 
patrimonio, la seguridad pública, etc. El bien jurídico constituye un límite al ejercicio del 
poder punitivo del Estado ya que éste no podrá intervenir en aquellos conflictos en los que no 
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haya un verdadero bien jurídico que proteger y de haberlo no podrá intervenir sino solo ante 
ataques que revistan gravedad, es decir conductas que los lesionen o pongan en peligro.  
El principio de lesividad, es un principio fundamental del derecho penal y prescribe que 
el Estado no hacer uso del ius puniendi sino solo si se pretende proteger bienes jurídicos y no 
ideas, formas de pensar o ideologías; ello en primer término y en segundo término no puede 
considerar como delito sino a aquella conducta que busque lesionar o poner en peligro un bien 
jurídico, es decir solo intervendrá ante conductas graves, en otras palabras si la conducta no 
tiene la potencialidad de lesionar o poner en peligro un bien jurídico no será legitima la 
intervención del derecho penal. Este principio se encuentra positivizado en el artículo IV del 
Título Preliminar del Código penal el cual señala: “la pena requiere de la lesión o puesta en 
peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley” y el artículo 17° del mismo cuerpo legal que 
señala que no es punible la tentativa cuando es imposible la consumación del delito. 
De lo hasta aquí expuesto, el problema de investigación queda formulado de la siguiente 
manera: ¿Cuáles son las razones jurídicas por las que es necesaria la modificación del 
Artículo 317-A del código penal peruano que tipifica el delito de marcaje o reglaje? 
Es innegable que vivimos en una sociedad violenta, el avance la delincuencia hacen que 
vivamos en zozobra; la inseguridad ciudadana no es una percepción sino una situación real, 
tangible, verificable; es por ello que conforme al último  Boletín Estadístico del Instituto 
Nacional de Estadística e Informática: “Principales Indicadores Seguridad Ciudadana a nivel 
nacional 2013 – 2019” el 86,1% de ciudadanos cree que será víctima de algún hecho 
delictivo; en el periodo de noviembre de 2018 a abril de 2019, un 26% de ciudadanos ha sido 
víctima de un hecho delictivo. (INEI, 2019) 
Frente a la realidad antes descrita el Estado puede adoptar una política criminal 
preventiva o una política criminal represiva. La primera consiste en una serie de medidas que 
buscan atacar las causas del fenómeno delictivo como la desigualdad y las carencias sociales 
elevando el nivel de vida de las familias, mejorando el nivel de educación para que los 
ciudadanos tengan más oportunidades de desarrollo, etc. La segunda se limita a hacer frente al 
fenómeno delincuencial haciendo uso de la sanción penal o del ius puniendi, para ello crea 
delitos, adelanta la sanción a conductas que son incipientes y que no representan un peligro 
para los bienes jurídicos, incrementa penas, relaja la aplicación de garantías procesales, por 
24 
 
ejemplo, se abusa de la prisión preventiva aplicándose incluso a delitos culposos; en el ámbito 
del derecho de ejecución penal se reduce o elimina la aplicación de beneficios penitenciarios.  
Observamos que nuestro legislador penal en los últimos tiempos se ha dedicado a 
adoptar medidas meramente represivas y no preventivas. Se le están asignando al derecho 
penal más funciones que las que se le debería asignar y ello hace que la lucha contra la 
criminalidad sea infructuosa pues se tiene que atender casos que podrían atenderse con otros 
medios de control social menos drásticos que el derecho penal. Por ejemplo, se ha tipificado 
el delito de acoso, las agresiones contra los integrantes del grupo familiar, aunque causen 
lesiones levísimas, el maltrato animal, el delito de marcaje y reglaje, etc. conductas que si 
bien merecen la atención del Estado no requieren que sea a través del derecho penal. 
En la búsqueda de una solución al problema de la inseguridad ciudadana el Estado 
puede adoptar medidas que son incompatibles con los derechos y libertades fundamentales de 
las personas; tal como ocurre con el delito de marcaje y reglaje en el que se ha adelantado 
tanto la intervención penal que ya es una intromisión inadmisible en la libertad de 
locomoción, en la libertad personal, en la libertad de información, en la libertad de reunión; lo 
cual no contribuye al bienestar de los ciudadanos. Además de adoptar medidas atentatorias 
contra la libertad ciudadana, en muchas ocasiones se modifican o se crean normas que por su 
mala concepción y una errada técnica legislativa violan los principios fundamentadores del 
ius puniendi, lo cual ocurre con el delito materia de la presente investigación en el que se ha 
establecido una pena más severa que la establecida para los delitos que se pretenden evitar.   
Al haber advertido un problema jurídico que aún no tiene solución, el investigador se ha 
propuesto realizar un trabajo investigativo serio y responsable que permita aportar 
fundamentos doctrinarios, legales, constitucionales, jurisprudenciales que permitan 
solucionarlo; pues como lo hemos mencionado anteriormente muchas veces el legislador pone 
en aprietos al juzgador al dar leyes que son incompatibles con los principios limitadores del 
ius puniendi y es este último quien debe aplicarlas en casos concretos y es quien se lleva la 
crítica de la opinión pública. 
Nuestra hipótesis es que las razones jurídicas por las que es necesaria la modificación 
del Artículo 317-A del código penal peruano que tipifica el delito de marcaje o reglaje, son los 
principios de proporcionalidad y lesividad. 
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El objetivo general de esta investigación es determinar las razones jurídicas por las que 
es necesaria la modificación del Artículo 317-A del código penal peruano que tipifica el delito 
de marcaje o reglaje, a efecto de establecer una pena que vaya acorde con los principios de 
proporcionalidad y lesividad.  
Los objetivos específicos son: Analizar legal y doctrinariamente los delitos de hurto 
básico, hurto agravado, tocamientos sin consentimiento y el delito de marcaje o reglaje. 
Analizar doctrinaria y legislativamente los principios de proporcionalidad y lesividad y 






II.1. Diseño de investigación. 
Ander Egg citado por Villabella, manifiesta que hablar de tipos de investigación 
es hablar de la forma cómo se investiga de acuerdo a las variables, así la investigación 
puede ser documental, de campo; cualitativa o cuantitativa, descriptiva o explicativa; 
histórica o descriptiva-actual; de laboratorio, de campo o bibliográfica; experimental o 
no experimental, etc. (VILLABELLA A., 2018) 
En la presente investigación se sigue un diseño no experimental, cualitativo, 
descriptivo, pues se pretende dar solución a un fenómeno social y jurídico como lo es la 
inseguridad jurídica, la tranquilidad pública, que son percepciones de los ciudadanos en 
relación a cuan seguros se sienten en la sociedad actual y este enfoque, conforme lo 
refieren Hernández Sampieri y otros, se usa cuando se tiene por objeto comprobar la 
manera cómo las personas perciben los fenómenos económicos, sociales, políticos, 
jurídicos, etc. (HERNANDEZ S. y otros, 2014)  
Este trabajo de investigación pretende encontrar las razones jurídicas para la 
modificación del artículo 317-A que tipifica el delito de marcaje o reglaje debido a que 
contiene incoherencia por cuanto sanciona con más pena que a los delitos consumados 
que se quiere evitar, lo cual afecta el principio de lesividad y proporcionalidad. Como se 
observa, se estudia un fenómeno social como lo es el de la delincuencia y la forma 
como el Estado lo viene abordando a través de la tipificación del delito de marcaje o 
reglaje, en este sentido el diseño de investigación más adecuado según los expertos es el 
diseño cualitativo, no experimental descriptivo. 
II.2. Escenario de estudio. 
El presente trabajo de investigación se ha realizado en la ciudad de Piura, ya que 
las fuentes de información (bibliotecas) y los participantes (abogados, jueces y fiscales) 
se ubican en esta ciudad de modo que se hace posible llevar a cabo el proceso 
investigativo y lograr los objetivos trazados. La investigación se ha realizado en los 
meses de marzo de 2018 ha marzo de 2019. 
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II.3. Participantes.  
La población estuvo conformada por abogados del Distrito Judicial de Piura y la 
muestra la constituye cuarenta profesionales del derecho, quienes son abogados con 
experiencia, de alto nivel y estuvieron dispuestos a responder la encuesta y entrevista. 
 
II.4. Técnicas e instrumentos de recolección de datos, validez y confiabilidad. 
Se ha hecho uso de la técnica del fichaje para recoger información; así se 
confeccionaron fichas bibliográficas, fichas textuales, fichas de resumen y fichas de 
comentario que sirvieron para darle a la investigación una base doctrinaria y teórica. 
Del mismo modo se usó la entrevista, pues en la investigación jurídica es especial, 
en la medida que el objeto de estudio no se puede cuantificar o medir; sino que se debe 
conceptualizar e interpretar. Martínez Míngueles expresa que la entrevista permite 
intercambiar información entre el entrevistador y el entrevistado y se toma 
conocimiento del tema investigado (MARTINEZ M., 2009, pág. 95). 
Otra técnica utilizada fue el análisis documentario, pues los temas tratados como el 
delito de marcaje o reglaje, delito de hurto simple, hurto agravado, los tocamientos sin 
consentimiento y los principios del derecho penal, etc. han sido desarrollados por la 
doctrina y la jurisprudencia, en tal sentido para elaborar esta tesis se ha recurrido a 
libros, manuales, tesis, artículos de revistas especializadas, páginas web, etc. 
Finalmente, se usó la técnica de la encuesta, ya que la variabilidad y objetividad 
de esta técnica la convierten en ideal para la investigación social y jurídica 
(CARRASCO D. , 2013, pág. 314). Por ello hemos hecho uso de esta técnica y la 
información obtenida ha sido muy útil para los fines de la investigación. 
Para aplicar la encuesta y la entrevista se elaboró un cuestionario. Es un conjunto 
de preguntas formuladas siguiendo reglas y pautas para obtener información de eruditos 
en el tema investigado por lo que es más fidedigna y confiable. En este caso han 
respondido abogados, jueces y fiscales que conocen del tema por trabajar en temas 
relacionados a la investigación y su opinión es muy valiosa, porque nos permite llegar a 
conclusiones acertadas sobre el tema investigado. 
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II.5. Métodos de análisis de datos. 
Según Villabella, el método científico es el procedimiento que se sigue para 
estudiar un objeto o fenómeno; es la táctica usada para investigar un problema relevante 
desde el punto de vista científico y ayuda a producir un nuevo conocimiento 
(VILLABELLA A., 2018). El método científico es lo que hace la diferencia con otros 
tipos de conocimiento, ya que los resultados son confiables, verificables, predictibles, 
contrastables y útiles para resolver los problemas de una sociedad. En esta investigación 
se emplearon los siguientes métodos: 
El método analítico, permite comprender el problema de investigación al 
desintegrarlo en sus partes. Este método se ha aplicado por cuanto hemos separado los 
elementos que conforman el problema como los delitos de marcaje y reglaje, los delitos 
de hurto simple, hurto agravado, tocamientos sin consentimiento y los principios del 
derecho. Así hemos comprendido mejor el problema investigado.  
El derecho es realidad social, valor y norma; la realidad social podemos conocerla 
a través de métodos como el etnológico, sociológico, histórico, etc. los valores se 
conocen a través de la axiología, la ética, etc. y la norma la conocemos a través del 
método exegético que nos permite realizar hermenéutica jurídica. En este caso se ha 
aplicado este método al momento de interpretar las normas como las convenciones y la 




Aplicando el método deductivo, las variables independientes y dependiente se han 
operacionalizado de modo tal que nos han permitido tener un conocimiento más preciso 










Las razones jurídicas por 
las que es necesaria la 
modificación del Artículo 
317-A del código penal 
peruano que tipifica el 
delito de marcaje o 
reglaje, son los principios 
de proporcionalidad y 
lesividad. 
- Delito de marcaje o reglaje.  
 
- Principios de 
proporcionalidad y 
lesividad. 
- Descripción típica. 
- Bien jurídico. 
- Tipicidad Objetiva. 
- Tipicidad subjetiva 
- Antijuricidad  
- Culpabilidad 
- Penalidad. 
- Definición de los 
principios 





Modificación del Artículo 
317-A del código penal 
peruano que tipifica el delito 
de marcaje o reglaje. 
- Reducción de pena en el 
delito de marcaje y reglaje. 
- Proporcionalidad en la 
fijación de la pena. 
- Coherencia entre la pena 
del delito de marcaje y 
reglaje y los delitos fin. 
Fuente: Jacinto Ygor Cruz Fernandez 
 
Señala Tafur y Otro que las variables son factores cualitativos o cuantitativos que 
se encuentran o forman parte de la hipótesis, (TAFUR P. Raúl y otro, 2014), a las que el 
investigador les otorga diversos valores ya sean cualitativos o cuantitativos. El 
investigador puede medir o manipular las variables, de allí su nombre pues estas pueden 
variar durante el proceso investigativo.  
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En el campo jurídico, la investigación se hace en función a variables 
independientes y dependientes, “La primera es la causa de la variable dependiente, es la 
acción o el antecedente, son los manipulados por el investigador y a menudo (aunque no 
siempre) la variable de control, a la cual pueden atribuirse valores (o cambiarlos) a 
voluntad dentro de ciertos límites.” (ARANZAMENDI N., 2010, pág. 152) 
En esta tesis se estableció como variables independientes el delito de marcaje y 
reglaje y los principios de proporcionalidad y lesividad; y como variable dependiente la 
modificación del artículo 317-A del código penal peruano a efecto de que la pena que se 
establezca sea acorde con los principios antes mencionados.  
Variable independiente el delito de marcaje o reglaje; se encuentra tipificado en el 
artículo 317-A del Código penal. Como ya se ha hecho mención el delito de marcaje o 
reglaje es un delito de peligro abstracto y consiste en acopiar o entregar información, 
realizar vigilancia o seguimiento, o colaborar en la ejecución de tales conductas 
mediante el uso de armas, vehículos, teléfonos u otros instrumentos idóneos para la 
comisión de los delitos previstos en los artículos106, 107, 108, 108-A, 121, 152, 153, 
170, 171, 172, 173, 173-A, 175, 176, 176-A, 177, 185, 186, 188, 189 o 200 del Código 
Penal. Como se observará el legislador ha adelantado considerablemente la punición de 
conductas que no eran consideradas delito, que constituían actos preparatorios y que 
eran ejemplos muy citados en las clases de iter criminis; sin embargo, ahora, por 
razones de política criminal, han sido elevados a la categoría de delitos. Además de 
significar un peligro para la libertad personal, el delito de reglaje tiene muchos defectos 
y uno de ellos es que establece penas notoriamente desproporcionales, lo cual es objeto 
de análisis en este trabajo.   
En este delito se pretende proteger la paz pública, como bien jurídico 
indispensable para la vida en sociedad el cual se entiende como el estado de sosiego y 
tranquilidad en el que deben vivir los ciudadanos, en el que se respeten sus bienes 
jurídicos como la vida, la salud, la libertad, el patrimonio, etc. 
Respecto del principio de proporcionalidad podemos afirmar que este no está 
reconocido textualmente en la Declaración Universal de Derechos Humanos o la 
Convención Americana de los Derechos y Deberes ni en Constitución Política del 
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Estado, pero no hay duda que este principio se desprende del derecho a no ser 
sancionado con penas crueles o inhumanas y el derecho a la dignidad. 
Nuestra Carta Fundamental declara en el artículo 1° que el fin supremo de la 
sociedad y del Estado es la defensa de la persona humana y el respeto de su dignidad; 
este viene a ser el fundamento constitucional del principio de proporcionalidad de las 
penas, por tal razón, el legislador y el juzgador no pueden establecer e imponerse penas 
que sobrepasen la responsabilidad por el hecho, es decir penas muy severas que afecten 
la dignidad humana; pero tampoco penas muy benignas que generen la sensación de 
desprotección de los ciudadanos. Nuestro Código Penal recoge el principio de 
proporcionalidad en el artículo VIII del Título Preliminar. 
Como ya lo mencionamos en las líneas precedentes, este artículo lo que recoge es 
el principio de prohibición del exceso, es decir la prohibición de aplicar penas que 
vayan más allá del límite máximo de la sanción o de sanciones que puedan afectar la 
dignidad del condenado. Es decir, esta norma regula solo un aspecto de lo que 
constituye la proporcionalidad, pues esta no solo implica que la pena no sea demasiado 
grave, sino que también comprende la prohibición de aplicar penas muy benignas; pues 
en ambos casos existe una violación al principio de proporcionalidad. En el primer caso 
afectamos la dignidad del imputado y en el segundo afectamos al agraviado. 
La doctrina entiende que el artículo VIII del Título Preliminar del Código Penal, 
al señalar que el principio de proporcionalidad no rige en caso de reincidencia o 
habitualidad, incurre en un error pues aun en casos de reincidencia y habitualidad el 
principio de proporcionalidad está vigente, ya que estas dos circunstancias reflejan una 
mayor gravedad de la conducta por lo que la pena debe ser mayor; pero ello no es una 
autorización para que se imponga una pena que afecte la dignidad humana. Tal vez lo 
que el legislador ha querido dejar claro es que la reincidencia y la habitualidad son 
circunstancias agravantes que legitiman la imposición de penas superiores al máximo 
establecido en el tipo penal. 
En cuanto al principio de lesividad o de protección de bienes jurídicos, este se 
encuentra recogido en el artículo IV del T.P. del C.P cuando señala que “La pena, 
necesariamente, precisa de la lesión o puesta en peligro de un bien jurídico tutelado por 
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la ley”. En primer lugar, este principio limita el ejercicio del poder punitivo del Estado 
por cuanto él no podrá tipificar como delito conductas si es que no hay un bien jurídico 
que proteger; en segundo lugar, no se puede aplicar sanciones penales si no estamos 
ante conductas graves que hayan tenido la potencialidad de lesionar o poner en peligro 
bienes jurídicos tutelados por la ley. 
En el artículo 17° del código penal se señala que no es punible la tentativa cuando 
es imposible la consumación del delito ya sea por la ineficacia absoluta del medio 
empleado o por la impropiedad del objeto. El fundamento de esta disposición es que en 
este caso no se lesiona ni se pone en peligro ningún bien jurídico por lo que no se 
justifica la imposición de una pena. Esto constituye otra manifestación del principio de 
lesividad. 
En esta investigación la variable dependiente es la modificación el artículo 317-A 
del código penal, ello por cuanto se pretende que la pena que se establezca para el delito 
de marcaje o reglaje sea acorde con los principios de proporcionalidad y lesividad, 
teniendo en cuenta que son actos preparatorios y que en algunos casos la pena es mayor 
que la pena establecida para el delito fin. 
Como sabemos, el marcaje o reglaje constituyen, en esencia, actos de preparación 
de un delito donde el nivel de peligro del bien jurídico es mínimo, a diferencia de la ya 
comisión del delito fin en donde ya se lesiona el bien jurídico. En este sentido es 
oportuno preguntarnos ¿qué es más grave: poner en peligro o lesionar un bien jurídico?, 
¿qué es más grave preparar un delito o consumarlo? Las respuestas son obvias, pero al 
parecer no para el legislador por cuanto éste ha establecido para el marcaje o reglaje una 
pena mayor que el delito fin; por ejemplo, vigilar a una persona (marcaje o reglaje) para 
cometer un hurto (delito fin) es más grave que cometer el hurto mismo. Es importante 
precisar y aclarar que esto no se da en todos los casos, solo en algunos delitos como el 
hurto, la modalidad básica de hurto agravado y los tocamientos sin consentimiento. 
Es imperativa la modificación del Artículo 317-A, por cuanto, genera problemas 
al juzgador al momento de imponer la pena ya que si impone la pena establecida en el 
artículo antes mencionado viola el principio de proporcionalidad y lesividad y si en 
cambio, impone una pena menor, podría incurrir en prevaricato y objeto de sanción. Por 
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otro lado, el efecto preventivo de este artículo es nulo ya que si por vigilar, perseguir u 
obtener información para cometer un delito se impondrá una pena más grave que para el 
delito fin se impulsará al agente a cometer el delito fin no quedarse solo en el marcaje o 
reglaje. En otras palabras, es más conveniente para el agente cometer el delito fin 
(hurto, hurto agravado en su modalidad básica y tocamientos sin consentimiento) que 
cometer el delito de marcaje o reglaje.  
II.7. Aspectos éticos.  
Un investigador que se precie de serlo es respetuoso de la propiedad intelectual y 
los derechos de autor; reconoce, da crédito a la labor de otros investigadores, se apoya 
en ellos reconociendo sus aportes a la ciencia y tecnología. Nuestra alma mater en sus 
disposiciones establece una serie de directivas para que las investigaciones que se 
realicen sean respetuosas de las normas éticas. En el presente trabajo se han respetado 





3.1. Análisis e interpretación de los resultados. 
A continuación, mostramos los resultados de la investigación, en este caso de la 
encuesta aplicada a cuarenta abogados. 
La primera pregunta de la encuesta estuvo dirigida a conocer los años de 
experiencia profesional con que cuentan nuestros los encuestados, dado que la 
información que se obtiene es más confiable si el encuestado cuenta con más años de 
experiencia profesional y ocurrirá lo contrario si los años de experiencia son menos.  
El primer gráfico muestra que el 45% de encuestados tienen entre 11 a 20 años de 
experiencia profesional, el 35% tienen entre 01 a 10 años de experiencia y un 20% de 
21 a más años de experiencia (Gráfico 1). 
 
Pregunta 1: Experiencia 
profesional 
Años de experiencia Frecuencia Porcentaje 
De 1 a 10  14 35% 
De 11 a 20 18 45% 
De 21 a mas 8 20% 




GRAFICO 1. Experiencia profesional. 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez 
Aunque parezca obvio, dado que se trata de profesionales especialistas en derecho 
penal, la segunda interrogante está dirigida a comprobar el nivel de conocimiento que 
tienen los encuestados sobre el delito de marcaje y reglaje, ello para confiar más o 
menos en la información que brinden, por ello se les preguntó: ¿En qué grado conoce el 
delito de marcaje y reglaje?  
El 80% de encuestados declaró conocer en grado suficiente el delito de marcaje o 
reglaje y el 20% respondió tener un conocimiento en grado medio. Ningún encuestado 
manifestó no tener conocimiento del delito en mención. Por lo tanto, la información que 
brinden será más confiable en la medida que conocen el tema que se ha investigado y 
las siguientes preguntas serán respondidas con solvencia. (Gráfico 2). 
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Pregunta 2 : ¿ En qué 
grado conoce el delito de 
marcaje y reglaje? 
 Frecuencia Porcentaje 
Suficiente  32 80% 
Grado medio 8 20% 
Insuficiente  0 0% 




GRAFICO 2. Conocimiento del delito de marcaje o reglaje. 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez 
 
El delito de reglaje no tiene una figura similar en la legislación penal de los países 
de la región, solamente Cuba tiene una figura parecida, pues sanciona la conducta de 
poseer instrumentos que indudablemente se utilizarán para cometer delitos; fuera de 
Cuba no existe otra legislación que tipifique esta conducta. Por esta razón, se consultó a 
los especialistas: ¿Cuál o cuáles son las razones por las que se ha tipificado el delito de 
marcaje y reglaje? 
El 12.5% de encuestados manifestó que las razones por las que se ha tipificado el 
delito de marcaje o reglaje, es por el incremento de la delincuencia y el Estado pretende 
adelantar la punición a conducta incipientes antes de que se conviertan en conductas 
dañinas para la sociedad. El 55%, es la respuesta mayoritaria, según ésta, se ha 
tipificado el marcaje o reglaje como una medida populista del legislador, ello significa 
que sería una expresión de la incapacidad del Estado para dar solución a un problema 
muy serio por el que atraviesa la sociedad peruana y para tener contenta a la población 
se tipifica conductas aun sabiendo de que no es la mejor solución ni la más efectiva, son 
soluciones que forman parte de un derecho penal simbólico. El 32.5 % de los 
encuestados afirmaron que la tipificación de marcaje y reglaje es como consecuencia de 
la falta de alternativas que tiene el Estado para hacer frente al fenómeno delictivo. 
Ningún encuestado respondió que esta sea una medida para la prevención de delitos. 
Las respuestas obtenidas reflejan que los especialistas coinciden en que el delito de 
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marcaje y reglaje es una medida que demuestra la incapacidad del Estado para hacer 
frente al fenómeno delincuencial (Gráfico 3). 
Pregunta 3: ¿ Cuál o 
cuáles son las razones por 
las que se ha tipificado el 
delito de marcaje y 
reglaje? 
 Frecuencia Porcentaje 
Incremento de la delincuencia 5 12.5% 
Medida para prevenir de delitos 0 0% 
Medida populista del legislador 22 55.0% 
Falta de alternativas para luchar contra la 
delincuencia 
13 32.5% 
Total  40 100% 
 
 
GRAFICO 3. Razones de la tipificación del delito de marcaje o reglaje. 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez 
 
A continuación, se consultó si, de manera general, consideraban a la figura de 
marcaje y reglaje como adecuada o no jurídico penalmente hablando. Esta pregunta 
tiene por finalidad obtener una idea general sobre el estado de la cuestión, para luego, 
en la siguiente pregunta precisen su respuesta, tal como se verificará a continuación. En 
este sentido la pregunta cuatro es: ¿Considera usted si la tipificación del delito de 
marcaje o reglaje es jurídico penalmente adecuada? 
Un contundente 90% de encuestados manifestó que la tipificación del delito de 
marcaje y reglaje es inadecuada, el 10% no precisó su respuesta y ningún encuestado 
señaló que era adecuada. Tal como han contestado los encuestados, los más reconocidos 
doctrinarios de nuestra patria consideran que la tipificación del reglaje es inadecuada e 
inconveniente para la lucha contra la criminalidad por cuanto es una limitante para el 
ejercicio de ciertos derechos fundamentales y porque contiene errores que trasgreden 
principios del derecho penal (Gráfico 4). 
Pregunta 4: ¿Considera 
usted si la tipificación del 
delito de marcaje o reglaje 




 Frecuencia Porcentaje 
Adecuada  0 0.0% 
Inadecuada  36 90.0% 
No precisa 4 10.0% 




GRAFICO 4. Tipificación adecuada del delito de marcaje o reglaje. 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez. 
 
En la pregunta cuatro se consultó sobre la adecuada tipificación del delito de 
marcaje o reglaje. El 90% de encuestados respondió que su tipificación era inadecuada, 
por lo que corresponde ahora conocer las razones de tal respuesta; por ello en la quinta 
pregunta se consultó: ¿Según su respuesta anterior cual es la razón por la que considera 
que la tipificación del delito de marca o reglaje es adecuada o no? 
El 40% de consultados consideran que este delito afecta los principios de 
proporcionalidad y lesividad por cuanto sin constituir una verdadera puesta en peligro o 
lesión de un bien jurídico se ha establecido una pena elevada. El 37.5% considera que 
este delito contiene supuestos en que la pena establecida es más grave que el delito fin, 
en esto se coincide con el investigador pues como se observa en el delito de hurto básico 
la pena para este delito es menor que para el delito de marcaje y reglaje; en los delitos 
de hurto agravado en su primer nivel de penalidad y en el delito de tocamientos 
indebidos la pena es igual que en el delito de marcaje o reglaje, lo cual es incoherente 
por cuanto no puede imponerse más pena en el caso del marcaje y reglaje para cometer 
un hurto que cometer el hurto mismo. 
El 22.5 % de encuestados señalo que esta figura es inadecuada por cuanto 
adelanta la punición a conductas que no afectan bienes jurídicos, como se ha dicho las 
acciones previstas en el delito de marcaje y reglaje, constituyen en esencia actos 
preparatorios que no se consideran una afectación a bienes jurídicos; este adelanto de 
punición afecta derechos fundamentales como la libertad de tránsito, de reunión, y 
otros. Ningún encuestado (0%) consideró que esta figura era respetuosa de los derechos 
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y libertades ciudadanos, lo cual es coherente pues el 90% de encuestado manifestó que 
es una figura inadecuada y el 10% no precisó su respuesta.  
En general, el 100% de encuestados ha manifestado que el delito de marcaje y 
reglaje tiene defectos sustanciales por los que no debería haberse tipificado como una 
conducta punible, ya sea por violar principios básicos del derecho penal o por constituir 
una intromisión inaceptable en la libertad de los ciudadanos; o en todo caso deben 
introducirse cambios para compatibilizarlo con los principios del derecho penal y evitar 
los problemas jurídicos que se presentan actualmente, lo que se refleja en la poca 
cantidad de casos que ventilan a nivel nacional en del Ministerio Público y los Juzgados 
Penales a nivel nacional (Gráfico 5). 
Pregunta 5: ¿Según su 
respuesta anterior cual es 
la razón por la que 
considera que la 
tipificación del delito de 
marca o reglaje es 
adecuada o no? 
 Frecuencia Porcentaje 
Es respetuosa de los derechos y libertades 
ciudadanos  
0 0% 
Adelanta la punición a conductas que no 
afectan bienes jurídicos 
9 22.5% 
Afecta los principios de proporcionalidad 
y lesividad 
16 40.0% 
Hay supuestos en que la pena establecida 
es más grave que el delito fin 
15 37.5% 
Total  40 100% 
 
 
GRAFICO 5. Razones de la inadecuada tipificación del delito de marcaje o reglaje. 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez. 
 
En la pregunta 6, se consultó a los especialistas si la tipificación del delito de 
marcaje y reglaje ha contribuido a disminuir el fenómeno delincuencial, es decir si 
cumple con los fines preventivos; pues la tipificación de estas conductas ha sido con la 
finalidad de reducir los delitos de hurtos, robo, homicidio, asesinato, extorsión, 
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secuestro, violación sexual y otros; por ello se preguntó: ¿Considera que la tipificación 
del delito de marcaje o reglaje ha cumplido su finalidad reducir la delincuencia? 
El 82.5% de encuestados manifestaron que la tipificación del delito de marcaje o 
reglaje no ha significado un avance, ni siquiera mínimo, en la lucha contra la 
delincuencia; así, de las averiguaciones hechas en el Ministerio Público de Piura y la 
Corte Superior de Justicia de Piura, se comprobado que existen poquísimos casos sobre 
este delito en las fiscalías y juzgados penales y, sin embargo, la inseguridad ha crecido, 
tal como se observa a través e de los medios de comunicación y lo confirman las cifras 
oficiales de los organismos competentes del Estado. En este mismo sentido, reconocidos 
juristas del medio nacional manifiestan que este delito no ha contribuido ni contribuirá a 
la reducción de la delincuencia.    
El 12.5% de encuestados no precisaron su respuesta, es un porcentaje que explica 
debido a los pocos casos que a nivel nacional se presentan por el delito en estudio. Solo 
un 5% respondió que sí ha cumplido su finalidad, como se observa es un porcentaje 
muy bajo, lo que demuestra el poco efecto preventivo de esta figura. (Gráfico 6) 
Pregunta 6: ¿Considera 
que la tipificación del 
delito de marcaje o reglaje 
ha cumplido su finalidad 
reducir la delincuencia? 
 Frecuencia Porcentaje 
Si   2 5.0% 
No  33 82.5% 
No precisa 5 12.5% 
Total  40 100% 
 
 
GRAFICO 6. Finalidad preventiva del delito de marcaje y reglaje. 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez. 
 
Es importante conocer si en los países de la región se encuentra tipificado el 
marcaje y reglaje, ello porque siendo países que tenemos una realidad social, cultural, 
económica y jurídica muy parecida sería probable que en otros países también haya sido 
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tipificada. Por ello es que la séptima pregunta es: ¿En qué países de la región se ha 
tipificado el delito de marcaje o reglaje?  
Ante la pregunta, un contundente 95% de encuestados respondieron que esta 
figura no está tipificada en los países de la región, lo que corresponde a la verdad por 
cuanto del análisis de derecho comparado que el investigador ha realizado, ha verificado 
que a nivel de Latinoamérica no hay países que tipifiquen el marcaje o reglaje como 
delito. El 2.5% de consultados respondió que, si está tipificado el delito de marcaje o 
reglaje, seguramente el encuestado se refiera a Cuba en donde si existe una figura 
similar al delito en análisis el cual consiste en poseer objetos o instrumentos que 
indudablemente serán utilizados para la comisión de delitos. Finalmente, un encuestado 
(2.5%) no precisó su respuesta ello tal vez se deba a que no es fácil encontrar países que 
tipifiquen al marcaje o reglaje como delito. (Gráfico 7) 
Pregunta 7: ¿En qué 
países de la región se ha 
tipificado el delito de 
marcaje o reglaje? 
 Frecuencia Porcentaje 
No está tipificado 38 95% 
Si está tipificado 1 2.5% 
No precisa 1 2.5% 
Total  40 100% 
 
 
GRAFICO 7. Tipificación del delito de marcaje y reglaje en otros países. 
FUENTE: Grafico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez. 
 
 
Entre los varios problemas técnicos que la doctrina observa en el delito de marcaje 
o reglaje, como su estructura típica y los fines preventivos de esta, situación que no es 
objeto de estudio en este trabajo, hemos observado que existe una incoherencia por 
cuanto en algunos delios fin la pena es más leve, lo que es un contrasentido ya que es 
más grave cometer el delito fin y no el marcaje y reglaje por lo que debería tener menos 
pena. En este sentido se ha preguntado: ¿Considera usted que la pena establecida en el 
delito de marcaje o reglaje y la pena establecida para los delitos de hurto básico, hurto 
agravado y tocamientos sin consentimiento son coherentes? 
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Es unánime la respuesta de los encuestados en el sentido de que el 100% ha 
respondido que no existe coherencia entre la pena establecida para el delito de marca y 
reglaje y la pena establecida para el delito de hurto básico, hurto agravado y 
tocamientos sin consentimiento. Esta respuesta es obvia y demuestra que los 
encuestados conocen el tema ello en la medida que es totalmente ilógico que el delito de 
marcaje y reglaje que consiste entre otras conductas en vigilar o seguir a una persona 
para cometer, entre otros, el delito de hurto tenga una pena privativa de libertad de tres a 
seis años y el hurto ya consumado tenga una pena de uno a tres años. Es incoherente que 
un delito de peligro sea sancionado con más pena que un delito de resultado.  Esta 
respuesta es de mucha utilidad para los efectos de esta investigación por cuanto los 
encuestados al responder que no existe coherencia entre las penas de estos delitos, van a 
sugerir la modificación o incluso la derogación del tipo penal de marcaje o reglaje; lo 
que significa que la hipótesis de trabajo se viene validando. (Gráfico 8) 
 Pregunta 8: ¿Considera 
usted que la pena 
establecida en el delito 
de marcaje o reglaje y la 
pena establecida para los 
delitos de hurto básico, 




 Frecuencia Porcentaje 
Si  0 0% 
No  40 100% 
No precisa 0 0% 
Total  40 100% 
 
 
GRAFICO 8. Coherencia entre las penas. 
FUENTE: Grafico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez. 
 
Teniendo en cuenta la respuesta dada a la pregunta anterior en la que de manera 
unánime se afirmó que este la pena de este delito es incoherente, con la pena de ciertos 
delitos fines; se consultó lo relativo a los principios del derecho penal que se vulnerarían 
en la actual tipificación del delito de marcaje y reglaje ya que éstos son el fundamento 
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de toda norma jurídica. La pregunta fue: ¿Qué principios del derecho penal se ven 
afectados con la actual tipificación del delito de marcaje y reglaje? 
Las respuestas fueron variadas, en orden descendente el principio de 
proporcionalidad ocupa el primer lugar con el 42.5%, seguido del principio de lesividad 
con el 32.5% y de los principios de culpabilidad y legalidad con el 15 y 10% 
respectivamente, conforme se aprecia en el Gráfico 9. 
Teniendo en cuenta que el objetivo de esta investigación, no es otro que 
determinar que la regulación actual del delito de marcaje y reglaje es incoherente por 
establecer penas superiores a las penas fijadas para algunos delitos fines como el hurto 
básico, el hurto agravado y los tocamientos sin consentimiento, diremos que las 
respuestas obtenidas contribuyen a cumplir con el objetivo pues los encuestados de 
manera mayoritaria afirman que este delito afecta los principios de proporcionalidad y 
lesividad.    
Pregunta 9: ¿Qué 
principios del derecho 
penal se ven afectados con 
la actual tipificación del 
delito de marcaje y 
reglaje? 
 Frecuencia Porcentaje 
Proporcionalidad 17 42.5% 
Legalidad 4 10.0% 
Lesividad 13 32.5% 
Culpabilidad   6 15.0% 




GRAFICO 9. Principios del derecho penal 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez. 
 
Finalmente, se consultó a los encuestados respecto a qué alternativa de solución 
propondrían al haberse detectado la problemática del delito de marcaje y reglaje, pues 
ante ella las propuestas de solución son variadas y deberíamos elegir la que los expertos 
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recomienden por su experiencia y conocimiento. La pregunta es: ¿Qué alternativa sería 
la más adecuada para corregir el problema de tipificación del marcaje y reglaje?    
El 67.5% respondió que se debe derogar el artículo 317-A que tipifica el delito de 
marcaje y reglaje, esta respuesta se debe a que este ilícito penal no solo presenta el 
problema de la desproporcionalidad de la pena y la violación al principio de lesividad; 
sino que en la doctrina se le atribuyen otros problemas como la violación a los 
principios de mínima intervención, culpabilidad; además de vulnerar las libertades del 
ciudadano, razones por las cuales no ha sido recogida en otras legislaciones penales de 
la región. Compartimos esta solución, pero dado que las actuales circunstancias no 
permitirían hacer realidad una propuesta como esta, la propuesta será una que trate de 
conciliar la subsistencia del delito pero que la pena sea compatible con los principios de 
proporcionalidad y lesividad del derecho penal. 
Otras respuestas más conservadoras señalan que la alternativa de solución será la 
de modificar el artículo 317-A del código penal, a efecto de que solo se considere como 
delitos fin a delitos graves como homicidios, robos agravados, secuestros, extorciones, 
etc. pues estos tienen penas más graves, superiores al delito de marcaje o reglaje por lo 
que, cuando menos, no habría incoherencia entre las penas de estos delitos (20%). El 
12% plantea la reducción de la pena del delito de marcaje y reglaje por debajo de las 
penas de los delitos fin que tienen penas inferiores al marcaje y reglaje o que tengan 
penas iguales, para así guardar la coherencia que todo sistema jurídico requiere. Esta 
solución importaría imponer al marcaje y reglaje una pena por debajo de un año de pena 
privativa de libertad pues el delito de hurto básico tiene una pena de uno a tres años, lo 
cual sería difícil de implementar. Como es obvio, ningún encuestado (0%) de los 
encuestados propuso como solución el incremento de pena de los delitos fin que tienen 
penas inferiores al delito de marcaje y reglaje; pues ello significaría un incremento 
innecesario de la pena en dichos delitos y terminaríamos afectando otros principios, la 
medicina sería peor que la enfermedad.  
    Pregunta 10: ¿Qué 
alternativa sería la más 
adecuada para corregir el 
problema de tipificación 
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del marcaje y reglaje? 
 Frecuencia Porcentaje 
Derogar el artículo 317-A 27 67.5% 
Reducir la pena en el delito de marcaje y 
reglaje 
5 12.5% 
Incrementar la pena a los delitos de hurto, 
hurto agravado y tocamientos sin 
consentimiento 
0 0.0% 
Modificar el artículo 317-A considerando 
como delitos fin a delitos graves 
8 20.0% 
Total   40 100% 
 
 
GRAFICO 10. Alternativas de solución 
FUENTE: Gráfico elaborado por Jacinto Ygor Cruz Fernandez. 
 
3.2. Descripción de los resultados de la entrevista. 
Para alcanzar los objetivos de la investigación recurrimos a la entrevista como 
técnica de recojo de información, para ello elaboramos un cuestionario el cual lo 
aplicamos a jueces penales y fiscales del Distrito Judicial de Piura; el resultado de la 
entrevista es el que sigue: 
Primera pregunta: ¿Cuál es la razón o razones por las que el legislador ha 
tipificado la conducta de vigilar, seguir, acopiar o entregar información o colabora en la 
ejecución de tales conductas mediante el uso de armas, vehículos, teléfonos u otros 
instrumentos para la comisión de los delitos que se señalan en el artículo 317-A? Los 
entrevistados indicaron que la tipificación del delito de marcaje y reglaje es una 
decisión de política criminal debido al incremento de la delincuencia y la sensación de 
inseguridad ciudadana; sin embargo, consideran que es una reacción equivocada y una 
medida populista en la lucha contra la criminalidad ya que es conocido que el derecho 
penal no es la única ni la mejor alternativa para frenar determinados comportamientos. 
Asimismo, indican que el legislador sigue la corriente de pensamiento penal que indica 
que ante el aumento de la delincuencia no queda otra alternativa que incrementar penas 
o crear delitos y considerar al delincuente como un enemigo de la sociedad y que el 
Estado debe implementar todas las medidas posibles para frenar los delitos, aún a costa 
de afectar derechos fundamentales. Agregan que este tipo penal eleva a la categoría de 
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delitos a conductas que se realizan muchas veces sin fines delictivos y que no tienen la 
gravedad como para afectar los bienes jurídicos. 
Segunda pregunta: ¿Qué problemas jurídicos presenta la tipificación del delito de 
marcaje y reglaje? Los expertos manifestaron que en realidad son escasos los casos de 
marcaje o reglaje que tienen en su Despachos y que los pocos que tienen se deben a que 
en intervenciones por delitos imputados a organizaciones criminales se les atribuye a 
sus integrantes el delito previsto en el artículo 317-A, ya que estas organizaciones para 
cometer los delitos de robo, secuestro, extorción y otros, realizan labores de acopio de 
información, vigilancia, seguimiento y otras conductas que están previstas en el delito 
de marcaje y reglaje; sin embargo al imputárseles la comisión del delito fin las 
conductas antes mencionadas ya se subsumen en los delitos más graves, por lo que el 
delito en análisis no tiene mayor sentido. 
En los pocos delitos de marcaje y reglaje que se tramitan observan que la pena 
impuesta es superior a la pena de algunos delitos fin lo cual es contradictorio a los 
principios de lesividad y proporcionalidad. Es inaudito que el delito de hurto tenga 
como pena de uno a tres años y el delito de marcaje y reglaje tenga una pena de tres a 
seis años; así, el imputado preferirá consumar el hurto que quedarse en la fase de 
preparación ya que si solo se queda en ésta recibirá más pena que si consuma el hurto, 
lo cual es absurdo.  
Otro problema es que muchas veces este delito puede ser imputado por la Policia 
y el Ministerio Publico de manera abusiva y arbitaria y con ello se afectan derechos 
fundamentales de la persona como el derecho al libre tránsito, el derecho a reunirse 
pacíficamente, el derecho a la información e incluso el derecho a la propiedad; en 
sintesis consideran a este delito como peligroso para las libertades ciudadanas.    
Tercera pregunta: ¿Conoce usted si existe en la legislacion compara un delito 
como el marcaje y reglaje? Los expertos manifestaron que no existe en la legislacion 
comparada el delito de marcaje y reglaje, solo el delito de conspiracion, el cual también 
esta tipificado en nuestra legislacion pero que es diferente al delito en estudio. Las 
razones que esgrimieron fueron que los países de la región son más respetuosos de las 
libertades ciudadanas y que pese a que también tienen problemas de criminalidad, no 
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adoptan medidas populistas; sino que enfrentan el fenómeno delictivo desde sus causas, 
pues entienden que solo el incremento de pena y otras medidas puramente represivas no 
son las mejores para luchar contra esta lacra social. Si analizamos la legislación 
comparada observaremos que muchas de las penas establecidas para delitos graves son 
inferiores a las penas en el código penal peruano sin embargo el índice delictivo es 
menor que en nuestro país, lo que confirma que solo el incremento de penas no es 
suficiente, sino que debe ir acompañado con otras medidas como la eliminación de las 
desigualdades sociales, la mejora en la educación y la reducción de la pobreza. 
Cuarta pregunta: ¿Qué principios del derecho penal afecta la regulación actual del 
delito de marcaje y reglaje? Los expertos indicaron que la regulación del delito de 
marcaje y reglaje afecta los principios de lesividad, mínima intervención, culpabilidad, 
proporcionalidad entre otros. Respecto del principio de lesividad por cuanto en estas 
conductas no existe aún un peligro real de los bienes jurídicos. El principio de mínima 
intervención en la medida de que con este delito el Estado está interfiriendo en las 
libertades del ser humano. En relación al principio de culpabilidad ya que este principio 
permite regular la penalidad en función a la gravedad de la conducta lo cual está 
relacionado también al principio de proporcionalidad por cuanto entre el daño 
ocasionado y la sanción impuesta debe existir esa correspondencia valorativa que no 
existe por ejemplo entre la pena establecida para el marcaje y reglaje y el delito de hurto 
simple en donde una conducta más dañina es sancionada con menos pena que una 
conducta que solo pone en peligro un bien jurídico.      
Quinta pregunta: ¿Cuál o cuáles serían las alternativas de solucion al problema de 
la tipificacion del delito de marcaje o reglaje? Los especialistas consideran que la 
medida más adecuada sería la de modificar el tipo penal de marcaje y reglaje y 
considerar como delitos fin a conductas graves y no a conductas que por su escaza 
gravedad deben tener penas leves. Así señalan que se justificaría en casos de delitos 
como el secuestro, la extorsión, los homicidios y otros, pero en caso de hurtos o 
tocamientos sin consentimiento. 
Algunos proponen la derogación del artículo 317-A para ser más coherentes con 
los principios fundamentales del derecho penal, ya que en esencia estos actos son 
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considerados como actos de preparación de un delito y por sus propias características 
son equívocos, es decir no revelan nada penalmente relevante y solo quien los realiza 






En capitulo discutiremos si los objetivos tanto general como específicos, trazados al inicio de 
la investigación, se han cumplido o no: 
4.1. Objetivo general: Determinar las razones jurídicas por las que es necesaria la 
modificación del Artículo 317-A del código penal peruano que tipifica el delito de 
marcaje o reglaje, a efecto de establecer una pena que vaya acorde con los 
principios de proporcionalidad y lesividad. 
El objetivo general se ha logrado ya que a lo largo de la investigación hemos 
determinado que las razones jurídicas por las que es necesaria la modificación del delito 
de marcaje y reglaje, previsto en el artículo 317-A del código penal peruano son los 
principios de proporcionalidad y lesividad, pues la pena establecida para este ilícito en 
varios supuestos no guarda coherencia con la sistemática de penas establecida en el 
código penal y trasgrede principios básicos del derecho penal.   
El principio de proporcionalidad, es más que una característica un principio 
fundamental del ius puniendi y constituye un límite al poder represivo del Estado. Este 
principio se ejerce en los tres momentos del poder penal; así en el momento legislativo 
o represivo, el legislador debe considerar la importancia del bien jurídico lesionado o 
puesto en peligro, la gravedad de la conducta, etc., y establecer una pena abstracta 
acorde con lo antes mencionado; a esto se le denomina proporcionalidad abstracta. En el 
momento judicial, corresponde al juzgador individualizar y determinar la pena en un 
caso particular, para ello debe tener en cuenta una serie de circunstancias que el observa 
en cada caso concreto, pues debe saberse que no todos los casos son iguales y es el juez 
quien debe valorarlos para establecer una pena justa. En el momento de ejecución, la 
administración del centro penitenciario debe aplicar este principio para que se ejecute la 
pena sin que afecte más derechos que los establecidos en la sentencia condenatoria y en 
caso de que se apliquen medidas disciplinarias durante la ejecución deben ser 
proporcionales a la infracción cometida. 
El legislador, al observar que el juez ha hecho un uso abusivo de su facultad 
discrecional y en el ejercicio del equilibrio de poderes, ha implementado el sistema de 
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tercios para individualizar la pena. Este sistema consiste en que el juzgador divide la 
pena conminada en la ley en tercios según las circunstancias atenuantes o agravantes 
que se presentan en cada caso. Si en el caso existen solo circunstancias atenuantes la 
pena se fijará en el tercio inferior, si solo concurren circunstancias agravantes la pena se 
ubicará en el tercio superior, y si en el caso concurren circunstancias agravantes y 
atenuantes simultáneamente la pena se fija en el tercio medio. Con este sistema el 
legislador limita la facultad discrecional del juez. 
Un problema serio se presenta cuando es el legislador quien, por diversas razones, 
establece penas desproporcionales al momento de tipificar una conducta como delito. 
En este caso, el juez también puede controlar al legislativo e imponer en el caso 
concreto una pena proporcional, para ello celebra Plenos Jurisdiccionales en los que se 
arriba a Acuerdos Plenarios en los que, basándose en los principios del derecho, se fijan 
penas que vayan acorde con dichos principios. Sobre esto tenemos varios ejemplos, por 
citar algunos: el caso del delito de violación sexual en agravio de menores de edad, hay 
que recordar que el legislador calificó como delito de violación sexual a toda relación 
sexual sostenida con persona menor de edad, sean consentidas o no y fijaba una pena de 
treinta años como mínimo; en ese entonces se presentaban casos en los un joven de 
dieciocho años o más tenía relaciones sexuales consentidas con su novia de diecisiete 
años y se le consideraba autor del delito de violación sexual y corría el riesgo de que le 
prive de la libertad por un largo tiempo; dado que esta situación generó muchos 
problemas sociales, motivó a que se celebrara un primer Pleno Jurisdiccional en el que 
se acordó fijar como pena la establecida para el delito de seducción que no superaba los 
cuatro años de privación de la libertad; posteriormente se celebró un segundo Pleno en 
el que ya se quitó el carácter delictivo a las relaciones sexuales consentidas sostenidas 
con personas mayores de catorce años de edad. Otro caso muy mediático es el caso del 
delito de violencia y resistencia a la autoridad en el que el legislador estableció una pena 
notoriamente desproporcional, que no se puede comprar a la pena establecida para el 
mismo delito en los países vecinos en donde no supera los cuatro años; sin embargo, en 
nuestro caso si concurría una circunstancia agravante por la calidad del sujeto pasivo, la 
pena va de ocho a doce años de pena privativa de libertad. Esto obligó a que lleve a 
cabo un Pleno Jurisdiccional y se fije una pena no superior a cuatro años de privación de 
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la libertad. Con estos ejemplos podemos graficar que si el juez observa que la pena 
abstracta es desproporcional cuenta con herramientas para establecer una pena acorde a 
los principios del ius puniendi, pues estos priman sobre la ley. 
En el presente caso, también es posible que ante la evidente desproporcionalidad 
de la pena establecida para el delito de marcaje y reglaje en relación a los delitos de 
hurto básico, hurto agravado y tocamientos sin consentimiento sean los jueces quienes 
ejerciendo su facultad constitucional celebren un Pleno Jurisdiccional y acuerden 
establecer una pena que vaya acorde con los principios fundamentales del derecho penal 
como el de proporcionalidad.    
El principio de lesividad informa que la imposición de la pena se justifica en la 
medida que su aplicación sea para proteger condiciones de vida indispensables, 
imprescindibles para la vida en sociedad, como la vida, la libertad, el honor, la 
seguridad, el patrimonio y otros; y no para limitar las libertades ciudadanas por imponer 
ideologías, valores morales o determinadas formas de pensamiento. Asimismo, este 
principio precisa que la pena se impone ante ataques graves a bienes jurídicos relevantes 
y no a conductas que, aunque revelen una voluntad criminal no tengan la potencialidad 
de dañar o poner en peligro bienes jurídicos tutelados por la ley; o que se encuentren en 
un nivel de ejecución que no constituyan peligro para los bienes jurídicos y que más 
bien constituyan una restricción inaceptable de las libertades ciudadanas; conforme lo 
establece el artículo IV del Título Preliminar del Código Penal. 
En el caso en estudio, observamos que el legislador ha adelantado la punición a 
conductas incipientes que muy fácilmente pueden confundirse con conductas lícitas y 
que ello puede dar lugar a arbitrariedades y abuso del poder estatal. Por otro lado, se 
sanciona con más pena una conducta que solo pone en peligro bienes jurídicos y con 
menos pena una conducta que los lesiona, lo cual es ilógico e incoherente. Esto es tan 
absurdo que un delincuente luchará por consumar el delito fin porque así se le impondrá 
menos pena que si solo se queda en el marcaje o reglaje. 
4.2. Objetivo específico 1: Analizar legal y doctrinariamente los delitos de hurto básico, 
hurto agravado, tocamientos sin consentimiento y el delito de marcaje o reglaje. 
Este objetivo se ha logrado pues se ha analizado los delitos de hurto básico, hurto 
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agravado, el delito de tocamientos indebidos y el delito de marcaje y reglaje, esto ha 
permitido conocer de manera más detallada estos ilícitos y comprobar la 
desproporcionalidad de las penas abstractas establecidas entre ellos.  
En cuanto al delito de hurto básico este consiste en el apoderamiento mediante la 
sustracción de un bien mueble cuyo un valor económico es superior a una remuneración 
mínima vital con el fin de obtener provecho de él. La consumación de este delito se 
presenta cuando el sujeto activo ha logrado una mínima disponibilidad del bien 
sacándolo de la esfera de custodia del sujeto pasivo. Es un delito de resultado, requiere 
la lesión del bien jurídico patrimonio, el cual se ve disminuido por el accionar del sujeto 
activo. La pena para este delito, según lo establecido en el artículo 185°, es mínimo de 
uno y máximo de tres años de privación de la libertad. He aquí donde advertimos la 
incoherencia con el delito de marcaje y reglaje ya que este se sanciona con una pena de 
tres a seis años lo cual es inconsecuente, pues el marcaje y reglaje es una conducta 
previa al hurto y es un delito de peligro a diferencia del hurto básico que es un delito de 
lesión. 
En relación al delito de hurto agravado, debemos manifestar que el artículo 186° 
no define al hurto, sino que solo se limita enumerar una serie de circunstancias 
agravantes, las cuales las hemos desarrollado en el ítem correspondiente. Este delito 
tiene tres niveles de penalidad el primero establece una pena de tres a seis años, el 
segundo una pena de cuatro a ocho años y el tercero ocho a quince años. La 
inconsistencia con el delito de marcaje o reglaje, a nuestro juicio, se encuentra en el 
primer nivel de imputación el mismo que, como repetimos, establece una pena de tres a 
seis años, es decir la misma pena que el delito de marcaje o reglaje. No es acorde a los 
principios de proporcionalidad y lesividad que para un delito que consiste en seguir, 
vigilar, obtener información para cometer el delito de hurto agravado tenga la misma 
pena que el hurto mismo. 
El delito de tocamientos sin consentimiento, consiste en realizar sobre la victima 
tocamientos, frotamientos o rozamientos libidinosos o con connotación sexual ya sea en 
sus partes íntimas u otras partes del cuerpo, pero sin el propósito de acceder 
carnalmente. Para cometer este delito no es necesario el uso de la violencia o la 
52 
 
amenaza es suficiente que el sujeto pasivo no haya otorgado su consentimiento. El uso 
de la violencia o la amenaza o el aprovechamiento del entorno de coacción, son 
consideradas circunstancias agravantes. Este delito tiene tres niveles de penalidad el 
primero no menor de tres ni mayor de seis años, el segundo no menor de seis ni mayor 
de nueve años y el tercero que implica un incremento de cinco años en los extremos 
mínimo y máximo cuando la víctima tiene entre catorce y dieciocho años de edad. 
De igual modo que en el caso del hurto agravado, la violación a los principios de 
lesividad y proporcionalidad se presenta en el primer nivel de penalidad ya que en este 
caso se sanciona con igual pena la conducta de seguir, vigilar u obtener información 
para cometer el delito de tocamientos sin consentimiento que los tocamientos mismos lo 
cual es absurdo por cuanto un acto preparatorio no puede ser sancionado con la misma 
pena que la consumación del delito pues en esta fase ya se lesiona el bien jurídico.    
4.3. Objetivo específico 2: Analizar doctrinaria y legislativamente los principios de 
proporcionalidad y lesividad. 
Este objetivo se logró pues se ha analizado doctrinaria y legislativamente los 
principios de lesividad y proporcionalidad; esto nos ha permitido conocer los 
fundamentos jurídicos, filosóficos de estos principios, por ello es que estamos en 
condiciones de afirmar que se ven lesionados con la actual regulación del delito de 
marcaje y reglaje. 
El principio de lesividad se encuentra regulado en el Artículo IV del Título 
Preliminar del código penal, el cual prescribe que la pena necesariamente requiere de la 
lesión o puesta en peligro de bienes jurídicos tutelados por la ley, en este sentido no es 
posible aplicar una sanción penal si la conducta realizada por el agente no ha puesto en 
peligro un bien jurídico. Además de este articulo debemos tener en cuenta los artículos 
16° y 17° del código penal que regulan la tentativa y la tentativa inidónea, de cuyo 
análisis podemos señalar que el legislador siguiendo el principio de lesividad ha 
señalado que la tentativa se sanciona por poner en peligro bienes jurídicos y que cuando 
no es posible llegar a la consumación por inidoneidad absoluta del medio o impropiedad 
del objeto no se justifica la imposición de una pena. 
El principio de proporcionalidad ha sido estudiado en detalle así hemos conocido 
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su naturaleza jurídica, sus fundamentos jurídicos y constitucionales, su ámbito de 
aplicación y sus manifestaciones. Respecto a la naturaleza jurídica ha quedado 
establecido que es un principio del derecho penal más que una simple característica, por 
esta razón se debe respetar y tomar en cuente cuando se tipifiquen conductas como 
delito y cuando los jueces impongan penas en cada caso concreto. En relación al 
fundamento constitucional decimos que no existe una norma constitucional expresa, 
pero que fundamento radicaría en el derecho a la dignidad del ser humano. El ámbito de 
aplicación no es solo en el ámbito del derecho penal sino en toda rama del ordenamiento 
jurídico en la que se impongan sanciones. Este principio se manifiesta de manera 
abstracta cuando el legislador tipifica una conducta como delito y de manera concreta 
cuando el juez individualiza la pena en un caso concreto. 
4.4. Objetivo específico 3: Analizar la legislación extranjera en relación al delito de 
marcaje o reglaje. 
Se ha revisado los códigos penales de varios países de Latinoamérica como Chile, 
Argentina, Colombia, Bolivia, Uruguay, Ecuador y no se ha encontrado figura parecida; 
es decir en estas legislaciones no se ha tipificado el marcaje y reglaje como delito. Esto 
confirma lo manifestado por los doctrinarios en el sentido de que esta figura es solo una 
manifestación del populismo punitivo y una respuesta simbólica al fenómeno delictivo, 
que solo se da en Estados que no tienen una adecuada política criminal.  
El único país que tiene una figura parecida es Cuba que en el artículo 214 del 
Código penal sanciona a la persona que porte o posea puñales, navajas, cuchillos u otros 
instrumentos que de acuerdo a las circunstancias evidencien que serán utilizados en la 
comisión de delitos. Adviértase que la sola posesión no es delito, sino que debe 
evidenciarse que dichos objetos serán utilizados para la comisión de delitos o conductas 
antisociales. La pena fijada para este delito es de tres meses a un año o con una multa de 








Finalmente se concluye: 
1. El delito de marcaje y reglaje es una creación inédita del legislador penal peruano, no 
existen antecedentes legislativos ni doctrinarios de una figura como ésta en la doctrina y la 
legislación penal de los países de la región como Argentina, Chile, Ecuador, Bolivia, 
Uruguay y España. Cuba tipifica un delito parecido el cual consiste en poseer 
instrumentos como puñales, navajas, entre otros para la comisión de un delito o una 
conducta antisocial, pero no sanciona la conducta de seguir, vigilar o acopiar información 
para la comisión de determinados delitos. 
2. El delito de marcaje y reglaje tiene rasgos marcados del derecho penal del enemigo, pues 
existe un adelantamiento abusivo de la intervención penal ya que se considera como 
delitos a conductas que constituyen el ejercicio legítimo de un derecho constitucional 
como la libertad de tránsito, la libertad de reunión la libertad de información, lo que 
trasgrede los principios de ultima ratio e intervención mínima del derecho penal. 
3. El delito de marcaje y reglaje viola los principios de lesividad y proporcionalidad, en la 
medida que una conducta que pone en peligro los bienes jurídicos es sancionada con más 
pena que otra que los lesiona; tal como ocurre en el caso del delito de hurto básico. En el 
caso de los delitos de hurto agravado y actos libidinosos, tocamientos de connotación 
sexual sin consentimiento, se los sanciona con una pena igual al del delito de marcaje y 
reglaje, lo que también constituye una violación a los principios antes mencionados. La 
pena para el delito de marcaje y reglaje no guarda esa equivalencia valorativa con la 
magnitud del daño ocasionado al bien jurídico.  
4. La tipificación del delito de marcaje y reglaje, no viene cumpliendo con los fines 
preventivos esperados, pues de acuerdo a las cifras del Instituto Nacional de Estadística e 
Informática existe un incremento de la delincuencia y la sensación de inseguridad 
ciudadana es mayor. Esto también se confirma con el escaso número de casos que sobre 
este delito se tramitan en las fiscalías y juzgados penales a nivel nacional.  
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5. Es necesaria la modificación del artículo 317-A del código penal peruano que tipifica el 
delito de marcaje y reglaje, ello para armonizarlo con los principios rectores del ius 
puniendi como proporcionalidad y lesividad, ya que en algunos casos la pena conminada 







a.1. Al legislador peruano para que modifique el artículo 317-A del código penal peruano 
que tipifica el delito de marcaje y reglaje, ya sea disminuyendo la pena para este delito o 
considerando como delitos fin sólo a los delitos más graves, por ejemplo: homicidios, 
robos, secuestros, extorciones y otros que tengan una pena privativa de libertad superior 
a diez años. Esta medida armonizará esta figura delictiva con los principios rectores del 
derecho penal. 
 
a.2. A los jueces penales para que, en aplicación del artículo 116 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial, celebren un pleno jurisdiccional y acuerden no aplicar la pena 
establecida para este delito sino una pena menor en casos de que la pena establecida 
para el delito fin sea inferior o igual a la pena del delito de marcaje y reglaje, como en el 
caso del hurto básico, hurto agravado en su primer nivel de penalidad y tocamientos sin 
consentimiento en su primer nivel de penalidad. 
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¿Cuáles son las razones 
jurídicas por las que es 
necesaria la modificación del 
Artículo 317-A del código 
penal peruano que tipifica el 
delito de marcaje o reglaje? 
 
Las razones jurídicas por las 
que es necesaria la 
modificación del Artículo 
317-A del código penal 
peruano que tipifica el delito 
de marcaje o reglaje, son los 
principios de proporcionalidad 




- El delito de marcaje y 
reglaje. 
 





- Modificación del 
artículo 317-A del 
código penal peruano 
que tipifica el delito de 
marcaje y reglaje. 
 
Objetivo general: 
Determinar las razones jurídicas por las que es necesaria la 
modificación del Artículo 317-A del código penal peruano que 
tipifica el delito de marcaje o reglaje, a efecto de establecer una 




A. Analizar legal y doctrinariamente los delitos de hurto básico, 
hurto agravado, tocamientos sin consentimiento y el delito 
de marcaje o reglaje. 
 
B. Analizar doctrinaria y legislativamente los  principios de 
proporcionalidad y lesividad. 
 
C. Analizar la legislación extranjera en relación al delito de 







ENCUESTA DIRIGIDA A OPERADORES DEL DERECHO 
 
TITULO: ““AFECTACIÓN AL PRINCIPIO DE PROPORCIONALIDAD Y LESIVIDAD 
EN EL DELITO DE MARCAJE Y REGLAJE”” 
OBJETIVO: La presente encuesta tiene por finalidad determinar las razones jurídicas por las 
que es necesaria la modificación del Artículo 317-A del código penal peruano que tipifica el 
delito de marcaje o reglaje, a efecto de establecer una pena que vaya acorde con los principios 
de proporcionalidad y lesividad. 
INSTRUCCIONES. A continuación se presentan una serie de ítems los cuales deben ser 
contestados con la mayor sinceridad posible. Procure no hacer errores o enmendaduras. 
Gracias por su participación y tiempo. 
1.1.1. Años de ejercicio profesional. 
 De 1 a 10 años  
 De 11 a 20 años 
 De 11 a más años 
2. ¿En qué grado conoce el delito de marcaje y reglaje?  
 Suficiente  
 Medio   
 Insuficiente  
3. ¿Cuál o cuáles son las razones por las que se ha tipificado el delito de marcaje 
y reglaje? 
 Incremento de la delincuencia. 
 Medida para prevenir de delitos    
 Medida populista del legislador   
 Falta de alternativas para luchar contra la delincuencia 








5. Según su respuesta anterior cual es la razón por la que considera que la 
tipificación del delito de marca o reglaje es adecuada o no. 
 Es respetuosa de los derechos y libertades ciudadanos 
 Adelanta la punición a conductas que no afectan bienes jurídicos 
 Afecta los principios de proporcionalidad y lesividad 
 Hay supuestos en que la pena establecida es más grave que el delito fin  
6. ¿Considera que la tipificación del delito de marcaje o reglaje ha cumplido su 
finalidad reducir la delincuencia? 
 No    
 Si   
 No precisa 
7. ¿En los países de la región se ha tipificado el delito de marcaje o reglaje? 
 No está tipificado     
 Si está tipificado   
 Desconoce      
8. ¿Considera usted que la pena establecida en el delito de marcaje o reglaje y la 
pena establecida para los delitos de hurto básico, hurto agravado y tocamientos sin 
consentimiento son coherentes? 
 Si     
 No  
 No precisa   
9. ¿Qué principios del derecho penal se ven afectados con la actual tipificación 
del delito de marcaje y reglaje? 
 Proporcionalidad 
 Legalidad  
 Lesividad  
 Culpabilidad. 
10. ¿Qué alternativa sería la más adecuada para corregir el problema de 
tipificación del marcaje y reglaje?     
 Derogar el artículo 317-A 




 Incrementar la pena para el delito de hurto, hurto agravado y tocamientos sin 
consentimiento. 







Mucho le agradeceremos responder este cuestionario que tiene como finalidad obtener 
información referida a las razones jurídicas por las que es necesaria la modificación del 
Artículo 317-A del código penal peruano que tipifica el delito de marcaje o reglaje, a efecto 
de establecer una pena que vaya acorde con los principios de proporcionalidad y lesividad. 
GENERALIDADES. 
Género: Masculino ( ) Femenino ( )   Edad: ______ 
1. ¿Cuál es la razón o razones por las que el legislador ha tipificado la conducta de vigilar, 
seguir, acopiar o entregar información o colabora en la ejecución de tales conductas 
mediante el uso de armas, vehículos, teléfonos u otros instrumentos para la comisión de 



















4. ¿Qué principios del derecho penal afecta la regulación actual del delito de marcaje y 





5. ¿Cuál o cuáles serían las alternativas de solución al problema de la tipificación del delito 
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ANEXO VI 
 
